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De mi mayor consideración:
 
 

Tengo el agrado de dirigirme a usted, en respuesta a su Nota NO-2022-29744363-APN-DMYAG#MRE, vinculada con la 
solicitud de aportes formulada por el Relator Especial sobre la promoción de la Verdad, la Justicia, la Reparación y las 
Garantías de no Repetición, acerca de ejemplos concretos de medidas y procesos en el ámbito de la verdad, la justicia, la 
reparación, la memorialización y las garantías de no repetición que hayan contribuido en la consecución de los ODS en 
contextos posautoritarios.

Sabido es, que el proceso de justicia transicional iniciado luego de la última dictadura cívico militar (1976-1983) acaecido 
en Argentina, incluyó la adopción de políticas de memoria, la instauración de medidas de reparación para las víctimas de 
graves violaciones a los derechos humanos y los procesos de juzgamiento por los crímenes de lesa humanidad.  

Con el objetivo de especificar las políticas públicas implementadas por el gobierno argentino en el marco del proceso de 
justicia transicional, se adjuntan en archivo embebido las notas NO-2020-35033407-APN-DNAJIMDDHH#MJ, NO-2021-
121605282-APN-SSPYEIDH#MJ y NO-2021-126698053-APN-DNAJIMDDHH#MJ, oportunamente remitidas a la 
Relatoría por esta Dirección Nacional, en donde se abordan ejemplos concretos de buenas prácticas sobre perspectiva de 
género en los procesos de justicia transicional, medidas de reparación integral y esclarecimiento de la verdad, así como 
sobre el proceso de investigación y juzgamiento de responsables de los crímenes de lesa humanidad.

Sin perjuicio de ello, a continuación se desarrollan otros ejemplos concretos de medidas adoptadas por el gobierno nacional 



en el ámbito de la verdad, la justicia y la reparación, que contribuyen a crear las condiciones para el desarrollo sostenible y 
la paz, abordando las causas profundas y evitando la repetición de la violencia, en consonancia con los ODS.

En este sentido, cabe recordar que Archivo Nacional de la Memoria de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación 
(ANM) tiene a su cargo la preservación de la documentación sobre el quebrantamiento de derechos humanos en la 
Argentina. De este modo, custodia fondos y colecciones de origen público y privado vinculados con la última dictadura 
militar que sirvieron como prueba en los juicios por delitos de lesa humanidad, son sostén de las políticas de reparación a las 
víctimas y están a disposición para ser consultados por toda la comunidad.

En el marco de las tareas asignadas al Archivo, se creó una Comisión de Trabajo por la Reconstrucción de Nuestra 
Identidad, que fue la encargada de llevar adelante el trabajo de relevamiento de legajos de personal que fueron víctimas de 
desaparición forzada durante la dictadura militar. El resultado de la investigación histórica determinó que en la 
documentación de la Administración Pública Nacional (APN), se continuaba consignando las denominaciones "baja", 
"cesante", "suspendido" y "despido", cuando el verdadero motivo de la interrupción de la relación laboral había sido su 
condición de personas desaparecidas o asesinadas.

En virtud de ello, el 19 de julio de 2012 el gobierno nacional aprobó el decreto 1199/2012
[1]

 que estableció la reparación de 
los legajos de trabajadores/as estatales, con el objetivo de rectificar la situación de adulteración documental cometida en 
el marco de la dictadura militar. En tal sentido, se dispuso la inscripción de la condición de detenido-desaparecido en los 
legajos de las personas individualizadas que revistaban como agentes de la Administración Pública Nacional.

Posteriormente, los organismos de la APN entregaron a los familiares de las personas detenidas desaparecidas los legajos 
modificados de los/as trabajadores/as, dando cuenta que la verdadera causal de baja había sido la desaparición forzada como 
consecuencia del accionar terrorista del Estado.

Con el objetivo de avanzar con esta política de reparación, el 9 de diciembre de 2021 el Senado aprobó la ley n° 27.656
[2]

 
que dispuso la inscripción de la condición de detenido-desaparecido en los legajos laborales de los trabajadores y 
trabajadoras víctimas del terrorismo de Estado, que revistaban al momento de su desaparición como personal de 
dependencia del sector privado.  

Dicha inscripción configura la expresión de una reparación histórica de las violaciones a los derechos humanos de los 
trabajadores y trabajadoras del sector privado, cuyo relevamiento también quedo a cargo de la citada Comisión de Trabajo 
por la Reconstrucción de Nuestra Identidad.

El objetivo de estas medidas de reparación es consignar la verdad histórica respecto a la auténtica causal de interrupción de 
las relaciones laborales, de modo de producir una enmienda material de esos documentos públicos y una reparación 
simbólica para familiares y compañeros/as de las víctimas.

En igual sentido, cabe recordar que en junio de 2010 el gobierno emitió el decreto 935/2010
[3]

, mediante el cual estableció 
que el Registro Nacional de Electores debía consignar la condición de “elector ausente por desaparición forzada” en los 
casos de los ciudadanos/as que hayan sido declarados ausentes por desaparición forzada. La Secretaría de Derechos 
Humanos de la Nación se encargó de remitir la información sobre las personas que fueron detenidas desaparecidas durante 
la última dictadura cívico militar.

Posteriormente, en enero de 2015 la mencionada disposición fue modificada por el decreto 27/2015
[4]

 que amplio la 
condición hacia toda persona que hasta el 10 de diciembre de 1983 hubiera desaparecido involuntariamente de su domicilio 
o residencia, sin que se tuviese noticia de su paradero.

Por otro lado, continuando con las medidas reparatorias para las víctimas, recientemente se dictó la resolución 59/2022
[5]

 de 
la Administración de la Seguridad Social (ANSES), que estableció la posibilidad de acceder a una pensión graciable para 
las personas que por causas políticas, gremiales y/o estudiantiles hayan sido condenadas por un Consejo de Guerra, puestas a 



disposición del Poder Ejecutivo nacional, y/o privadas de su libertad como consecuencia del accionar de las Fuerzas 
Armadas, de Seguridad o de cualquier otro grupo hasta el 10 de diciembre de 1983, y acrediten tal condición.

En cuanto a las políticas de memoria, resulta oportuno informar que en el marco del mes de la memoria, en marzo de 2022 
la Secretaría de Derechos Humanos presentó la Red Federal de Archivos de la Memoria (ReFAM)

[6], un ámbito 
interjurisdiccional del que participan archivos de la memoria provinciales, centros de documentación y registros únicos de la 
verdad de todo el país. La ReFam busca articular la gestión de políticas públicas de memoria con eje en la recuperación y 
puesta en valor de documentos referidos a la vulneración de derechos por parte del Estado en Argentina.

Asimismo, continuando con la implementación de las políticas de memoria a nivel nacional, la Secretaría de Derechos 
Humanos trabaja en la iniciativa Mapa Local por la Memoria, un mapa federal interactivo que busca georreferenciar los 
hechos vinculados con el terrorismo de estado desde los gobiernos locales del territorio nacional, y rescatar historias de las 
personas detenidas-desaparecidas y asesinadas. La conformación de este mapa tiene el objetivo de fortalecer a nivel local las 
políticas públicas de memoria, verdad y justicia, así como darle impulso y difusión federal al trabajo de cada municipio en 
relación con la temática.

Por otra parte, en la actualidad la Secretaría se encuentra trabajando en la publicación de la colección Repertorios. 
Perspectivas y debates en clave de Derechos Humanos, que tiene como fin reflejar y difundir los aportes y discusiones 
centrales del campo académico de diversas temáticas vinculadas con el respecto hacia los derechos humanos. Algunos de los 
temas que se encuentran comprendidos son los debates en torno a los modos de conceptualizar la última dictadura cívico-
militar, la violencia sexual en los centros clandestinos de detención, la violencia institucional, la responsabilidad civil en el 
terrorismo de Estado y los cruces entre salud mental y derechos humanos. Estas temáticas están a cargo de especialistas, 
investigadores e investigadoras que fueron convocados/as especialmente para la tarea. El primer número de la colección se 
enfoca en el negacionismo en la Argentina

[7].

Finalmente, con respecto a las violaciones del derecho a la identidad, se pone en su conocimiento que esta Secretaría de 
Derechos Humanos, junto a la Secretaría de Medios y Comunicación Pública de la Jefatura de Gabinete de Ministros, 
lanzaron la campaña #ArgentinaTeBusca

[8], con el objetivo de difundir la búsqueda de los nietas y nietos apropiados 
durante la última dictadura cívico-militar. La medida tiene como objetivo expandir la búsqueda en todo el territorio del país, 
pero también trabajar en la promoción del derecho a la identidad en términos generales, no solo en lo referido a la 
apropiación de niños y niñas durante el terrorismo de Estado. Para ello se propone, además, la sensibilización a partir de 
acciones territoriales, capacitaciones y el fortalecimiento de las áreas del Estado necesarias para llevar adelante el proyecto. 
Así, a través de la apelación a la sensibilidad y el recuerdo se busca generar empatía para franquear el circuito habitual de la 
comunicación de los derechos humanos y extender a todas las áreas del Estado el compromiso del derecho a la identidad 
como política pública.

 

 

 

                                                                                                                                           

 

[1] El decreto está disponible en:  https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/decreto-1199-2012-
199840/texto



[2] Para acceder al texto de la ley ingresar en: 
https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/255056/20211224

[3] El decreto está disponible en: http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/165000-
169999/168878/texact.htm

[4] Para acceder al texto del decreto, ingresar en: https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/decreto-27-
2015-240803/texto

[5] El decreto se encuentra disponible en: https://www.boletinoficial.gob.ar/detalleAviso/primera/259784/20220325

[6] Más información sobre la Red Federal disponible en el siguiente link: https://www.argentina.gob.ar/ANM/red-
federal

[7] La publicación está disponible en: 
https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2022/03/negacionismo_0322.pdf

[8] Más información sobre la campaña disponible en el siguiente link 
https://www.argentina.gob.ar/derechoshumanos/argentina-te-busca

 

 

 

Sin otro particular saluda atte.
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De mi mayor consideración:
 
 


Tengo el agrado de dirigirme a usted, en relación a su nota NO-2021-99258170-APN-DDDHH#MRE, vinculada 
con la comunicación AL ARG 62/2021 remitida por el Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, 
la reparación y las garantías de no repetición; el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o 
Involuntarias; el Relator Especial sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias; y el Relator Especial 
sobre la independencia de los magistrados y abogados, en relación a las causas por crímenes contra la humanidad y 
graves violaciones de los derechos humanos cometidos durante la dictadura cívico militar.


En tal sentido, se informa que esta Secretaría efectuó las consultas necesarias al máximo tribunal de nuestro país 
sobre las situaciones señaladas en la comunicación, a fin de clarificar las alegaciones allí mencionadas. En virtud de 
ello, se pone en su conocimiento la respuesta remitida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cuya copia se 
acompaña en archivo embebido.


Por otra parte, es oportuno señalar que el Poder Ejecutivo Nacional comparte la preocupación expresada por los/as 
titulares de los procedimientos especiales de Naciones Unidas, habiendo sido éste un tema expresamente planteado 
por el Sr. Ministro de Justicia y Derechos Humanos de la Nación en su primera reunión institucional mantenida con 
los integrantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación[1].







En efecto, en la reunión realizada el 7 de diciembre de 2021, el Ministro Martín Soria expresó la preocupación del 
Gobierno Nacional por la gravedad institucional a la que llegó la justicia argentina en los últimos años y señaló que 
la Corte “retrasa durante años fallos de enorme trascendencia social”, refiriéndose, en particular, a las causas por 
crímenes de lesa humanidad cometidos durante la dictadura cívico militar, y solicitó que el tribunal establezca 
“plazos máximos” para sus fallos.


Asimismo, durante el encuentro el Ministro reiteró el pedido de aportes para la respuesta a la presente 
Comunicación Conjunta, transmitiendo “la profunda preocupación por la ostensible demora en que viene 
incurriendo la Corte Suprema en resolver las causas de lesa humanidad” manifestada por los procedimientos 
especiales de Naciones Unidas, y recordando que esas demoras “contravienen las obligaciones internacionales del 
Estado argentino” y “debilitan el estado de derecho”.


A su vez, cabe resaltar que esta Secretaría de Derechos Humanos lleva adelante el Plan Estratégico para el Avance 
de los Juicios de Lesa Humanidad, con el principal objetivo de colaborar en el avance significativo de las causas 
por crímenes de lesa humanidad. En tal sentido, el Plan —que se acompaña en archivo embebido— busca establecer 
un camino de acciones dirigidas a acelerar los juicios, fortalecer las investigaciones y brindar un mayor 
acompañamiento a las víctimas.


Por lo demás, desde la Secretaría se ha llevado a cabo un relevamiento de las causas de lesa humanidad cuyos 
procesos judiciales se encuentran demorados, y ha presentado, desde su función de querella institucional, distintos 
planteos formales a efectos de garantizar la celeridad en la tramitación de estas causas. Para dar cuenta de ello, se 
acompaña en archivo embebido el Estado de Situación del Plan Estratégico que resume los avances logrados 
durante el 2021 y enumera las acciones implementadas en cumplimiento del Plan.


Finalmente, la Secretaría de Derechos Humanos manifiesta el compromiso de remitir la información adicional que 
se considere pertinente, en virtud de la política de cooperación que ha tenido históricamente el Estado argentino con 
el sistema universal de protección de los derechos humanos.


 


 


[1] Para mayor información puede verse el siguiente link: https://www.argentina.gob.ar/noticias/el-ministro-soria-
se-reunio-con-la-csjn-el-funci onamiento-del-poder-judicial-es-de-una


 


Sin otro particular saluda atte.


 
















Asunto: Estado de situación y próximas acciones



El presente documento pretende resumir lo avanzado durante el 2021 en el cum-
plimiento del Plan y enumerar las siguientes acciones a encarar. En tal sentido, 
se trata de un insumo básico para revisar la gestión de la Dirección Nacional de 
Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos (DNAJN) y de 
otras áreas de la Secretaría respecto a los objetivos del Plan, y planificar las prin-
cipales iniciativas que se deberán llevar a cabo en los próximos dos años. 



Es importante recordar que el Plan es un documento vivo, en constante revisión 
y ajuste, en tanto las necesidades del Proceso de Memoria, Verdad y Justicia 
vayan marcando el camino.



Para la elaboración del presente documento se tuvieron en cuenta los aportes 
del Centro Ulloa, al Archivo Nacional para la Memoria, la Unidad de Delitos de 
responsabilidad empresarial y cometidos con motivación económica y de la Di-
rección de Comunicación de la Secretaría. Por supuesto, se sistematizan acá las 
medidas adoptadas desde la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales 
para fortalecer el rol de la Secretaría de Derechos Humanos en los juicios por los 
crímenes de lesa humanidad. 



En términos generales, a lo largo de los últimos meses, y en clara implementa-
ción del Plan, la Secretaría de Derechos Humanos ha realizado, entre muchas 
otras iniciativas: 



•  Decenas de acciones de seguimiento y denuncia frente a situaciones de 
demoras judiciales para garantizar celeridad en los procesos judiciales y 
presentación de nuevas querellas institucionales elegidas estratégicamen-
te con ese fin. 



Secretaría de Derechos Humanos de la Nación
Plan Estratégico para el avance del proceso
de justicia por los crímenes de lesa humanidad



22 de septiembre de 2021



Ministerio de Justicia
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•   Incorporación de un cuerpo de peritos para su intervención en la totalidad 
de las juntas médicas, fortaleciendo el control sobre las prisiones domicilia-
rias y los pedidos de excarcelación o libertad condicional.



•   Gestiones para mejorar la articulación entre los equipos de investigación de 
la Secretaría en estos casos.



•   Impulso de los procesos judiciales vinculados con la responsabilidad empre-
sarial en los crímenes.



•   Articulación entre las diferentes querellas y el Ministerio Público Fiscal para 
promover audiencias públicas en las que se escuche la voz de las víctimas.



•   Mayor difusión de los juicios, a través de la puesta en marcha de un micro-
sitio específico que reúne información de los juicios orales en desarrollo; y 
a través de los canales de comunicación de la Secretaría.



En esta primera etapa, la implementación del Plan se ha enfocado en fortalecer 
los aportes de la Secretaría en el proceso de justicia en todo el país. Los siguien-
tes pasos, de la mano de un rol convocante de la Secretaría, priorizarán una ma-
yor articulación y trabajo colectivo con los organismos de derechos humanos, 
los/as abogados/as querellantes y el Ministerio Público Fiscal para trabajar en 
reformas y cambios más profundos y estructurales. 



1.  Sobre el objetivo de garantizar mayor celeridad en los procesos 
judiciales



Como criterio de intervención, la Secretaría asumió un rol activo en la denuncia 
constante de toda demora que se advierte en cualquier parte del proceso de las 
causas en las que la Secretaría es querellante: desde la instrucción hasta la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. Ello, con el fin de impulsar los juicios y poner 
en discusión el rol del Poder Judicial en el principal problema de los juicios de lesa 
humanidad. 



En el caso de las causas en trámite ante la Cámara Federal de Casación Penal y 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación, esto incluyó una revisión de toda la in-
formación de los casos de todo el país en donde la Secretaría es querellante, con 
miras a sistematizarla y tener una base de datos propia que ahora permite hacer 
un seguimiento constante de las causas y denunciar cuando haya demoras. A 
partir de ahí, en los últimos meses se realizaron  20 presentaciones. 
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Listado de escritos de impulso de los casos:



i. Causa Blaquier, pronto despacho ante CSJN, el 2 de junio 2021.
ii. Causa Ponce de León, pronto despacho ante el Juzgado Federal de Rosario, 



el 24 de junio de 2021.
iii. Causa Olmedo, pedido audiencia reenvío, el 6 de julio de 2021.
iv. Causa Ford, pronto despacho ante Casación, el 8 de julio de 2021.
v. Causa Lona, pronto despacho ante CSJN, el 8 de julio de 2021.
vi. Causa Lona, pronto despacho ante Casación, el 8 de julio de 2021.
vii. Causa FT5, solicita se fije audiencia ante Casación, el 13 de julio de 2021.
viii. Causa PFA, solicita se fije audiencia ante Casación el 13 de julio de 2021.
ix. Causa Concha Rodríguez, solicita se resuelva queja ante CSJN, el 13 de julio 



de 2021.
x. Causa Masacre Capilla del Rosario, solicita se resuelva queja ante CSJN, el 



14 de julio de 2021.
xi. Causa Operativo Independencia, solicita se fije audiencia ante Casación, el 



15 de julio de 2021.
xii. Causa Ledo, solicita se fije audiencia ante Casación, el 15 de julio de 2021.
xiii. Causa Aredez, solicita se resuelva urgente ante Casación, el 16 de julio de 



2021.
xiv. Causa “Blaquier”, solicita se resuelva urgente ante Casación, el 16 de julio 



de 2021.
xv. Causa Blaquier, recurso de reposición por sacar de feria la causa ante Casa-



ción, el 21 de julio de 2021.
xvi. Causa Burgos, solicita se resuelva urgente ante Casación, el 3 de agosto de 



2021.
xvii. Causa Ponce de León, solicitan resuelva pronto despacho ante el Juzgado 



Federal de Rosario, el 11 de agosto de 2021.
xviii. Causa Ponce de León, queja por retardo de justicia ante el Juzgado Federal 



de Rosario, el 27 de agosto de 2021. 
xix. Causa FORD, denuncia del fallecimiento de una víctima y solicitamos que 



se resuelva ante Casación, el 8 de septiembre de 2021.
xx. Causa Blaquier, pedido de urgente resolución para que la causa sea elevada 



a juicio, ante el juzgado federal de Jujuy, el 10 de septiembre de 2021. 



Otra estrategia impulsada por la Secretaría en los casos en los que es querellante 
y se recurrió a la Cámara de Casación, fue solicitar expresamente la celebración 
de audiencias, ya sea virtuales o presenciales, en todos los casos, procurando 
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evitar que se reemplace esa instancia oral por la presentación de un escrito de 
“Breves notas”.



Para realizar este fundamental trabajo, en marzo de 2021 se sumaron  5 aboga-
dos/as  en las jurisdicciones de Catamarca, Jujuy, Capital Federal y Rosario para 
fortalecer el trabajo jurídico de la DNAJN en las querellas. También se reorganizó 
la distribución de los/as abogados/as con el fin de poner los mayores recursos en 
aquellas jurisdicciones que más lo necesitan. 



Desde febrero 2021, la Secretaría de Derechos Humanos presentó   36 nuevas quere-
llas  en casos elegidos estratégicamente. Hoy, en total, suman   258 querellas activas.



Listado de las nuevas querellas: 



1. Tucumán, causa “Zona de operaciones”, junio. 
2. Córdoba, 32 querellas por víctimas cuyos casos no fueron tratados, 



julio-agosto.
3. Salta, causa “Consejo de Guerra”, agosto.
4. Salta, causa “Dubois”, agosto.
5. Salta, “La Veloz III”, septiembre.



Próximas acciones: 



• Impulsar la actualización de las acordadas 1/12 de CFCP y 29/2008 de la 
CSJN, el dictado de una nueva instrucción general en el MPF, fortalecimien-
to de los equipos de trabajo del sistema de administración de justicia y el 
avance de los concursos. Para ello se organizarán reuniones con el Consejo 
de la Magistratura, el Ministerio Publico Fiscal y los organismos de dere-
chos humanos. La agenda incluirá lo que surge de los puntos 1.1, 1.7, 2.3, 2.4, 
3.3 y 7. 



• Impulsar activamente el nombramiento de jueces/zas para ocupar los car-
gos vacantes que obstaculizan los juicios por crímenes de lesa humanidad. 
Para ello, se actualizará el relevamiento de los cargos vacantes y el estado 
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de situación de los concursos, y se organizará una reunión con el Consejo 
de la Magistratura para definir la mejor estrategia de incidencia. 



• Presentación de nuevas querellas. Hasta el momento, se ha identificado 
como prioritario, que la Secretaría se presente como querellante en San 
Rafael, Mendoza, en la causa “Revérberi”, para impulsar y contribuir con el 
proceso de extradición del ex capellán del ejército; en la causa por el ataque 
de Monte Chingolo ocurrida en diciembre de 1975, en la Plata; en Formosa, 
en la causa de los ex-jueces del Superior Tribunal de Justicia.



• A comienzos del 2022, con la nueva conformación del Congreso y el reinicio 
del trabajo legislativo impulsar el proyecto CD-106/20 de reforma judicial, 
que en su artículo 72 sobre Reglas de Actuación establece máxima priori-
dad para los juicios de lesa humanidad (inciso h) y garantiza que los deba-
tes orales tengan un mínimo de 3 audiencias por semana (inciso j), o bien 
elaborar un proyecto propio.



2.  Creación de un cuerpo de peritos y control de las domiciliarias



La Secretaría incorporó en agosto un  cuerpo de peritos,  conformado por una 
psicóloga especialista en gerontología, un psiquiatra y un médico legista, que 
participa en todas las juntas médicas dispuestas ante pedidos de prisión domi-
ciliaria por motivos de salud o planteos de incapacidad de afrontar el proceso 
penal. Este cuerpo de peritos interviene en todos los casos que la Secretaría 
es querellante y se encuentra a disposición de les abogades querellantes y or-
ganismos en el resto de los casos. Desde su creación ya han participado 
en  23 juntas médicas  y han sido ofrecidos en otras 44 que se realizarán en las 
próximas semanas. 



A su vez, en los casos que la Secretaría es querellante se sostiene una participa-
ción activa sobre cada uno de los planteos sobre  prisión domiciliaria o libertad 
condicional,  haciendo un seguimiento de cada caso, un estricto control jurídico 
y exigiendo al poder judicial la mayor precaución antes de cada resolución. En 
relación a esto, también se empezó a poner en discusión que las demoras judi-
ciales que se traducen en debates orales sin audiencias y condenas sin revisar 
provocan problemas con las domiciliarias, en la medida que el paso del tiempo 
fortalece esos planteos.  



Por otro lado, la Coordinación de Asistencia a Testigos Víctimas interviene en 
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estos procesos a través de la implementación de la Ley de Víctimas, notificándo-
los, transmitiendo su voz al Tribunal y solicitando audiencias antes de cada re-
solución. Solo en los meses de junio, julio y agosto se notificaron a 872 víctimas 
y se celebraron audiencias con su participación antes de resolver los planteos de 
libertad condicional o domiciliaria en los casos de los represores Riveros, Asche-
ri, Bano, Apiani y Herrera.  



Próximas acciones: 



•  Presentación ante el Cuerpo Médico Forense, dependiente de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación, a fin de plantear que las juntas mé-
dicas que se realizan sobre represores se realicen en forma presencial.



•  Capacitación de parte del cuerpo de peritos a abogados para brindar 
herramientas para un mejor abordaje multidisciplinario de los pedidos 
de domiciliaria o suspensión del proceso por incapacidad basados en 
motivos de salud. Fecha tentativa: primera quincena de noviembre.   



3.  Fortalecimiento de los equipos de investigación de la Secretaría 
para mejorar el aporte a las causas



El equipo de investigación de la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Na-
cionales trabaja, desde su creación como Programa Verdad y Justicia en 2006, 
analizando la documentación en poder de la Secretaría, articulando con las otras 
áreas de investigación internas y externas y realizando aportes fundamentales 
a las investigaciones en curso a partir de sus informes. Durante el 2021 se pre-
sentaron los siguientes informes:



i. Fondos Secretos del Batallón de Inteligencia 601. 
ii. Libros Históricos del III Cuerpo del Ejército 1975-1983. 
iii. Informe preliminar para la causa “Vuelos” de Entre Ríos. 
iv. Información vinculada al Batallón 601.
v. Información sobre la Comisaría 3° de San Isidro.
vi. Informe complementario Puesto Caminero n° 21.
vii. Identificación del represor Reinafe, cuya identidad había quedado sin de   



terminar luego del informe realizado y presentado en 2019 ante el Juez Fe-
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deral Daniel Rafecas sobre la “Central de Reunión del Batallón de Inteligen-
cia 601 y los Grupos de Tareas”. 



viii. En paralelo, todas las semanas se da respuesta a oficios a los tribunales 
aportando información valiosa para el avance de los procesos judiciales. 



A su vez, se trabajó continuamente en la articulación entre el equipo de inves-
tigación de la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales, el Registro 
Único de Víctimas del Terrorismo de Estado y el Archivo Nacional de la Memoria, 
así como con la Unidad de delitos empresariales y otros actores externos. 



El 20 de agosto el equipo de investigación de la Dirección Nacional de Asuntos 
Jurídicos Nacionales brindó una capacitación sobre la metodología utilizada para 
investigar las estructuras represivas del terrorismo de Estado para los abogados 
de la Secretaría, de los organismos y del Ministerio Publico Fiscal de la jurisdic-
ción Entre Ríos.



El 22 de septiembre se envió al Poder Judicial y al Ministerio Publico Fiscal un ofi-
cio con el listado actualizado de las   130 investigaciones  realizadas  por el equi-
po de investigación de la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales, a 
fin de evitar la duplicidad en los pedidos y mantener actualizada la información 
que está disponible para los operadores judiciales y abogados que impulsan las 
causas de lesa humanidad. 



Próximas acciones



•  Reuniones del Secretario y la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos 
Nacionales con el Banco Central de la República Argentina, la Comisión 
Nacional de Valores, el Ministerio de Seguridad y Ministerio de Defensa 
a fin de lograr fortalecer o re armar sus áreas de investigación. 



•   Participación activa en la “Mesa conjunta sobre documentación de inte-
ligencia vinculada a violaciones a los derechos humanos”, conformada 
por la AFI, aportando la experiencia del equipo de investigación. 



•  Se brindará una capacitación sobre la metodología utilizada para inves-
tigar las estructuras represivas del terrorismo de Estado para todos los 
abogados de la Secretaría, el Colectivo Mario Bosch y el MPF. Fecha 
tentativa: 2da quincena de octubre. 
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•   Presentación del Informe sobre el Personal Civil de Inteligencia del Ba-
tallón 601. 



•   Presentación del Informe sobre Suboficiales del Batallón 601. 



4.  Sobre el objetivo de promover avances en causas por crímenes de 
lesa humanidad por parte de actores económicos



En lo concerniente a los casos en que la Secretaría es querellante, en articulación 
con la Unidad de Responsabilidad empresarial, se dio impulso a los siguientes 
casos: 



i.       Molinos: se realizó un pedido de indagatorias. 
ii.     Acindar: se impulsó el proceso y ante la confirmación parcial del procesa-



miento de Torralvo y Pellegrini se recurrió en casación. 
iii.    Veloz del Norte: acompañamiento activo del primer tramo y constitución 



como querellantes en el segundo y tercero. 
iv.     Blaquier: presentaciones ante la CSJN, la Casación Penal y también ante el 



juzgado federal de instrucción para lograr su elevación a juicio. En última 
instancia se realizó un pedido urgente para que se resuelva la causa Bur-
gos, y sea elevada en conjunto con la causa Aredez para el trámite de juicio 
oral. 



v.     Chavanne Grassi: trabajo semanal de preparación de audiencias del deba-
teoral en curso. 



vi.    Ford: Presentación de breves notas para lograr la confirmación de la con-
dena y pronto despacho denunciando el fallecimiento de una víctima soli-
citando dicten sentencia. 



La Unidad también trabajó en informes para los casos Astilleros Astarsa y Mes-
trina, Cerámicas Lozadur y Cattaneo, Dálmine Siderca y también realizó infor-
mes de investigación preliminar de evidencias de responsabilidad empresarial 
en el caso de la empresa Vicentín, y en la empresa Celulosa Argentina. 



Además, se trabajó en la elaboración de insumos y participación en el proceso 
de trabajo con la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Internacionales en ma-
teria de Derechos Humanos sobre el caso Troiani (ex trabajador de Ford Motor 
Argentina, sobreviviente del proceso represivo) en el marco de la Comisión Inte-
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ramericana de Derechos Humanos. 
La titular de la unidad declaró como testigo de contexto en la causa Brigadas de 
Banfield, Quilmes y Lanús el 15 de diciembre de 2020, con presentación sobre 
los casos de Mercedes-Benz, Astilleros Río Santiago, Peugeot, Saiar y Molinos 
Río de la Plata.



La Unidad también realizó capacitaciones sobre la temática de responsabilidad 
empresarial: elaboración y puesta en marcha de un espacio virtual de capacita-
ción permanente para trabajadores/as de la SDH sobre el tema de responsabi-
lidad, una capacitación para el Ministerio Público Fiscal, una capacitación para 
el equipo de relevamiento de documentos desclasificados con participación del 
CELS, Memoria Abierta y Abuelas de Plaza de Mayo y una capacitación para el 
Museo Sitio de Memoria de la ex ESMA.



En 2021 la Unidad fue reforzada con el ingreso de una nueva investigadora. 



Próximas acciones: 



•  Alentar la conformación y puesta en funcionamiento en el Congreso de 
la Comisión Bicameral de la Verdad, la Memoria, la Justicia, la Repara-
ción y el Fortalecimiento de las Instituciones de la Democracia creada 
por la ley 27.217



•  Incorporación de un nuevo abogado que trabajará exclusivamente en la 
etapa de instrucción en la jurisdicción de San Martín, en donde se con-
centran las mayores demoras en casos de responsabilidad empresarial. 
Posteriormente se incorporará otro abogado para trabajar en La Plata. 



•  Presentación de nueva querella en Tucumán en la causa Norwinco, en 
la cual el hermano de Menéndez, como gerente de la empresa, facilitó 
información sobre trabajadores al ejército. 



•  Impulsar y articular acciones con actores locales para lograr la pronta 
elevación a juicio de la causa La Fronterita. 



Ministerio de Justicia
y Derechos HumanosSecretaría de 



Derechos Humanos











5.  Sobre el objetivo de garantizar mayor publicidad de los debates 
orales, difusión de los juicios y preservación de los registros audio-
visuales de las audiencias



Desde la Coordinación de Asistencia a Testigos Víctimas se gestionó la transmi-
sión y presencia de público en los debates y sentencias en:



i. Contraofensiva, 
ii. Laguna Paiva-chartier, 
iii. Subzona 15, 
iv. CNU 2,
v. Cueva,
vi. Carvallo. 



A su vez, desde la Secretaría se difunden semanalmente el calendario de au-
diencias que se celebran en todo el país, las novedades en los juicios y el 22 de 
abril se lanzó el sitio web de difusión con información periodística relevante 
losjuiciosdelesa.com. El sitio reúne datos de todos los debates orales que se 
desarrollan en el país en tiempo real, permite analizar y comparar la velocidad y 
las horas de las audiencias, así como recorrer por ejes temáticos las diferentes 
causas. Además, incluye una sección de micro relatos audiovisuales generados a 
partir de declaraciones de sobrevivientes, familiares y testigos. Se trata de una 
serie de cortos audiovisuales con relatos de las salas de juicio narrado en episo-
dios pensados para la difusión en redes sociales.



Por último, el Archivo Nacional de la Memoria solicitó a la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación brinde una copia digital de los registros audiovisuales de 
las audiencias de los juicios de lesa humanidad, con el objetivo de preservarlos. 



Próximas acciones: 



•  Ampliación del sitio web para incorporar la totalidad de los juicios 
actuales, próximos y pasados. 
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Buenos Aires, 	de diciembre de 2021. 



Not. N°  429/2021 



I.- Habiendo tomado conocimiento los 



Señores Ministros del Tribunal de la presentación del Señor 



Secretario de la Secretaría de Derechos Humanos del 



Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Horácio César 



Pietragalla Corti, por la cual remite una comunicación 



conjunta del Señor Fabián Salvioli, en su carácter de 



Relator Especial sobre' la promoción de la verdad, la 



justicia, la reparación y las garantías de no repetición; 



de la Señora Aua Baldé, como Vicepresidenta del Grupo de 



Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias; 



del Señor Morris Tidball-Binz, como Relator Especial sobre 



ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias y del 



Señor Diego García-Sayán, en su carácter de Relator 



Especial sobre la independencia de los magistrados y 



abogados de Naciones Unidas, se dispuso informar que: 



Se hallan en trámite -por 



encontrarse a estudio o próximos a ser resueltos- ante el 



Tribunal un total de cuatrocientos cinco (405) recursos 



provenientes de procesos en Causas por delitos de lesa 



humanidad. 



Con relación a los ítems 1°  y 2° de 



la presentación del Señor Secretario de la Secretaría de 



Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos 



Humanos, se informa que: 











b.1) En relación con el caso conocido 



como "Campo de Mayo", ante el Tribunal se encuentran en 



trámite los siguientes recursos: 



FSM 27004012/2003/179/1/1/RH40; 



FSM 27004012/2003/T015/6/3/1/RH42; 



FSM 27004012/2003/T028/5/1/1/RH54; 



FSM 27004012/2003/355/1/1/RH55; 



FSM 27004012/2003/355/1/2/RH56; 



FSM 27004012/2003/T012/3/1/1/1/RH59; 



FSM 2-7004012/2003/T01/3/1/1/RH60; 



FSM 27004012/2003/T012/80/1/1/RH61; 



FSM 27004012/2003/T012/81/1/1/RH62; y, 



FSM 27004012/2003/T016/5/1/1/1/RH63. 



A 	su 	vez, 	en 	el 	marco 	de 	la 



causa, 	han sido resueltos los siguientes recursos: 



FSM 	27004012/2003/T01/1/1/1/RH9: 	sentencia 	de 



misma 



fecha 



02/06/2015; 



FSM 	27004012/2003/T07/3/1/1/RH28: sentencia de fecha 



07/03/2018; 



FSM 	27004012/2003/T012/34/1/1/RH35: 	sentencia de fecha 



27/08/2020; 



FSM 	27004012/2003/T016/6/1/RH37: sentencia de fecha 



12/11/2020; 



FSM 	27004012/2003/T016/6/2/RH38: sentencia de fecha 



18/03/2021; 



FSM 	27004012/2003/T06/3/1/1/RH41: sentencia de fecha 



06/05/2021; 	y, 



FSM 	27004012/2003/337/2/RH46: sentencia de fecha 



16/09/2021. 



Esta información responde a los puntos 



1 y 12 del listado de causas del Señor Relator Especial. 











    



    



    



    



(7
oiete P9t9Vviceyna 



   



   



b.2) La causa referida como "Zárate - 



Campana: Circuito Área Conjunta", FSM 974/2011 no se 



encuentra en los registros informáticos del Tribunal. Esta 



información responde a los puntos 2 y 13 del listado de 



causas referido. 



b.3) En relación con el caso "Mansilla, 



Pedro Pablo", causa conocida por la desaparición de Carlos 



Labolita, FMP 93930746/2005, ante el Tribunal se encuentran 



en trámite los siguientes recursos: 



FMP 93030746/2005/T01/3/3/1/RH2 y 



FMP 93030746/2005/T01/4/3/1/RH4. 



A su vez, en el marco de la misma 



causa, han sido resueltos los siguientes recursos: 



FMP 93030746/2005/T01/4/1/1/RH1, sentencia de fecha 



03/09/2020 y 



FMP 93030746/2005/T01/4/2/1/1/RH3: sentencia de fecha 



03/09/2020. 



Se señala que esta información responde 



a los puntos 3 (Mansilla) y 15 (Labolita) del listado de 



causas mencionado, que corresponden a la causa FMP 



93930746/2005. 



b.4) Respecto a los puntos 5 y 8 del 



listado de causas mencionado, el número de causa consignado 



(CFP 13445/1999) es el correspondiente a la causa conocida 



como Plan Cóndor y no una designación conjunta para esta y 



la causa conocida como Automotores Orletti cuyo número es 



CFP 2637/2004. Por lo demás, y aun cuando se afirma que la 



causa estaría pendiente de resolución ante la Cámara 



Federal de Casación Penal, lo cierto es que en el ámbito de 



la primera de ellas (Plan Cóndor) han sido resueltos en 



sede de esta Corte Suprema los recursos: 











CFP 13445/1999/T01/37/1/RH1, sentencia de fecha 



23/03/2021 y 



CFP 13445/1999/T01/38/RH2, sentencia de fecha 



12/11/2019. 



A su vez, en el ámbito de la causa 



"Automotores Orletti" se encuentra tramitando ante este 



Tribunal el recurso: 	a. CFP 2637/2004/T05/8/1/1/RH11. 



Y fueron resueltos los recursos: 



CFP 	2637/2004/T01/2/2/RH3, sentencia de fecha 



27/05/2015; 



CFP 	2637/2004/T01/11/1/1/RH6, sentencia de fecha 



29/10/2019; 



CFP 	2637/2004/T01/11/1/2/RH7, sentencia de fecha 



29/10/2019; 



CFP 	2637/2004/T03/18/1/RH10, sentencia de fecha 



30/09/2021; 



CFP 	2637/2004/T01/18/2/RH12, sentencia de fecha 



15/10/2020; 	y, 



CFP 	2637/2004/T05/8/2/1/RH13, sentencia de fecha 



15/10/2020. 



b.5) Respecto de la causa conocida como 



"CCDTE 	de 	Virrey 	Cevallos", 	CFP 	17669/2003, 	ante 	el 



Tribunal tramitaron los siguientes recursos: 



 CFP 17669/2003/T01/23/3/1/RH8: 	fallada el 13/11/2018; 



 CFP 17669/2003/T01/30/1/1/RH11: 	fallada el 15/10/2020; 



 CFP 17669/2003/T01/32/1/RH12: 	fallada el 14/10/2021; 	y, 



 CFP 17669/2003/T01/32/2/RH13: 	fallada el 14/10/2021. 



Se responden así los puntos 6 y 19 del 



listado de causas del Señor Relator Especial. 



b.6) Respecto de la causa conocida como 



"Hospital Militar Campo de Mayo (Provincia de Buenos 
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Aires)", CFP 16964/2008, si bien se manifiesta que la causa 



se encontraría en la Sala III de la Cámara Federal de 



Casación Penal, los siguientes recursos se hallan en 



trámite ante el Tribunal: 



CFP 16964/2008/T01/16/RH4 y 



CFP 16964/2008/T01/17/RH5. 



A su vez, en el marco de la misma 



causa, se resolvió el siguiente recurso: a. CFP 



16964/2008/T01/15/RH3: sentencia de fecha 01/07/2021. 



b.7) Respecto del caso conocido como 



"Masacre de Capilla del Rosario de 1974", FTU 16/2012/CFC1, 



ante el Tribunal se encuentran en trámite los siguientes 



recursos: 



FTU 16/2012/1/RH1; 



FTU 16/2012/2/RH2; Y, 



FTU 16/2012/3/RH3. 



Se da respuesta a los puntos 9 y 16 del 



listado señalado. 



b.8) Con relación al caso conocido como 



"Campo de Mayo / Juicio de los trabajadores", FSM 449/2010, 



ante el Tribunal se encuentran en trámite los siguientes 



recursos: 



FSM 449/2010/T01/3/2/RH2 y 



FSM 449/2010/T01/3/1/RH1. 



b.9) Respecto del caso "Campo de Mayo 



X/ Comisaría de Villa Ballester", FSM 146/2013, ante el 



Tribunal tramitó el siguiente recurso: a. FSM 



146/2013/T01/14/1/RH1: sentencia de fecha 05/11/2021. 



b.10) Respecto a la llamada "Mega causa 



Martel", FMZ 41001077/2011, se encuentran en trámite los 



siguientes recursos: 











 FMZ 41001077/2011/T01/4/1/RH3; 



 FMZ 41001077/2011/T01/4/3/RH5; 



 FMZ 41001077/2011/T01/78/1/RH11; 



 FMZ 41001077/2011/T01/6/1/RH12; 



 FMZ 41001077/2011/T01/T01/3/2/1/RH15; 



 FMZ 41001077/2011/T01/110/1/1/RH16; 



 FMZ 41001077/2011/T01/T01/1/1/1/RH18; y, 



 FMZ 41001077/2011/T01/113/1/1/RH17. 



A su vez, en el marco de la misma 



causa, han sido resueltos los siguientes recursos: 



FMZ 41001077/2011/T01/1/1/RH2: sentencia de fecha 



26/04/2016; 



FMZ 41001077/2011/T01/4/2/RH11: sentencia de fecha 



14/06/2017; 



FMZ 41001077/2011/T01/4/4/RH6: sentencia de fecha 



14/06/2017; 



FMZ 41001077/2011/T01/4/5/RH7: sentencia de fecha 



14/08/2017; 



FMZ 41001077/2011/T01/47/1/RH9: sentencia de fecha 



22/05/2018; y, 



FMZ 41001077/2011/T01/36/1/1/RH10: sentencia de fecha 



22/05/2018. 



b.11) Respecto de la causa "RIBA" 



(Regional de Inteligencia de Buenos Aires), CFP 



ante el Tribunal se encuentra en trámite 



recurso: a. CFP 7273/2006/T01/57/RH12. 



A su vez, en el marco de la misma 



causa, han sido resueltos los siguientes recursos: 



CFP 7273/2006/85/1/RH4, sentencia de fecha 23/08/2016; 



CFP 7273/2006/T01/21/1/RH5, sentencia de fecha 



04/08/2016; 



7273/2006 



el siguiente 
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CFP 7273/2006/T01/53/1/RH9, sentencia de fecha 



11/03/2021; 



CFP 7273/2006/112/1/CFC45, sentencia de fecha 



23/03/2021; 



CFP 7273/2006/T01/56/RH11, sentencia de fecha 



23/03/2021; y, 



CFP 	7273/2006/T01/6/1/1/RH14, sentencia de fecha 



23/03/2021. 



b.12) Respecto al caso conocido como 



"Circuito Camps", cuyo número correcto de causa es FLP 



91002955/2009, ante el Tribunal se encuentran en trámite 



los siguientes recursos: 



FLP 91002955/2009/T01/38/2/1/RH6; 



FLP 91002955/2009/T01/38/2/2/RH7; 



FLP 91002955/2009/T01/38/2/3/RH8; 



FLP 91002955/2009/T01/38/2/4/RH9; 



FLP 91002955/2009/T01/38/2/5/RH10; y, 



FLP 91002955/2009/T01/65/1/1/RH11. 



Y, a su vez, se han resuelto en el 



marco de la misma causa los siguientes recursos: 



FLP 91002955/2009/T01/13/1, sentencia de fecha 



17/09/2019; 



FLP 91002955/2009/T01/1/2/RH2, sentencia de fecha 



03/06/2016; 



FLP 91002955/2009/T001/42/2/RH3, sentencia de fecha 



30/10/2018; 



FLP 91002955/2009/T01/58/1/RH4, sentencia de fecha 



27/08/2020; y, 



FLP 91002955/2009/T01/42/3/1/RH5, sentencia de fecha 



15/10/2020. 











La información responde a los puntos 4 



y 20 del listado de causas de mención. 



Con relación al punto 21 del listado 



de causas, respecto a las causas 2005 y su acumulada 2044, 



se informa que este corresponde a la causa CSJ 82/2013(49-



H)/CS1 "Harsich, Raúl Horacio y Fragni César Armando s/ 



causa n°  11515" que fue resuelta el 12/8/21. 



Por último, con respecto al punto 10 



del listado de causas referido, se destaca que en la Corte 



Suprema se encuentra en trámite la causa FSA 



73000764/2008/T01/2/1/1/RH1. 



Cabe destacar que ha sido siempre 



prioridad de esta Corte Suprema dar tratamiento a las 



causas donde se investigan delitos de lesa humanidad, en 



razón de la importancia que ello reviste. 



Pasen las actuaciones a la 



Dirección de Despacho del Tribunal, para su comunicación a 



la Dirección Nacional de Asuntos Internacionales en el día 



de la fecha a los correos electrónicos consignados a fs. 1 



vta: gabriela.kletzel@gmail.com  y mbmoro@derhuman.jus.gov. 



ar. 



Fecho, resérvense. 



Sirva la presente de atent nota 



envío. 



FERNANDO GARNA 
DIRECTOR 



RELACIONES INSTMJCI LES 
CORIVSUINEMArk JUSTICIA DE 
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Introducción 



 



La Secretaría de Derechos Humanos de la Nación presenta este Plan Estratégico con el 



objetivo de contribuir con el avance del proceso de justicia de los crímenes de lesa humanidad 



cometidos durante la última dictadura cívico militar en la República Argentina. La propuesta de 



acción parte de un diagnóstico que identifica los obstáculos más importantes que atraviesan 



estas causas judiciales, para luego brindar un conjunto de medidas superadoras que deberían 



involucrar a las distintas autoridades públicas de nuestro país. 



El Plan fue elaborado a partir de las observaciones señaladas por los principales actores 



que llevan adelante los juicios en las diferentes jurisdicciones federales, fundamentalmente para 



responder a las demandas formuladas por los organismos de derechos humanos y querellantes, 



verdaderos motores del proceso de Memoria, Verdad y Justicia. 



Para construir el estado de situación se tuvieron en cuenta los datos elaborados y 



publicados por la Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad del Ministerio Público Fiscal, 



así como la información relevada por esta Secretaría de Derechos Humanos. Más allá de que se 



trata de un proceso en continuo movimiento, y que los datos deben ser actualizados 



periódicamente, el diagnóstico refleja tendencias definidas que permiten advertir dificultades y 



desafíos prioritarios. 



Las propuestas contemplan sugerencias y lineamientos generales para el accionar de las 



distintas autoridades públicas —entre ellas el Poder Judicial, el Ministerio Público Fiscal, el 



Ministerio Público de la Defensa, así como las autoridades provinciales— en la búsqueda de 



acelerar la tramitación de las causas por delitos de lesa humanidad. Se especifica también la 



necesidad de fortalecer las iniciativas a cargo del Poder Ejecutivo que sostienen el proceso de 



memoria, verdad, justicia y reparación, y en particular las que requieren robustecer los equipos 



a cargo de esta Secretaría de Derechos Humanos. 
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Estado de los procesos judiciales por crímenes de lesa humanidad en 



Argentina 



 



A continuación, se presenta un breve relevamiento del estado de los procesos judiciales 



por los crímenes de lesa humanidad en Argentina. Es importante destacar que, para su 



elaboración, como se explicó, se utilizan fundamentalmente los datos sistematizados por la 



Procuraduría de Crímenes de Lesa Humanidad del Ministerio Público Fiscal —en adelante, 



“procuraduría” o “PCCH”—, que lleva adelante un registro completo y actualizado sobre las 



causas por violaciones a los derechos humanos cometidas durante el terrorismo de Estado de 



todo el país. Estos datos son complementados, a su vez, por información obtenida y ordenada 



por la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos, 



dependiente de la Subsecretaría de Protección y Enlace Internacional de la Secretaría de 



Derechos Humanos, en los últimos meses.  



En este sentido, desde que inició la gestión en diciembre de 2019 se priorizó reforzar los 



equipos de trabajo vinculados con el impulso del proceso de Memoria, Verdad y Justicia de la 



Secretaría de Derechos Humanos —que se encontraban claramente diezmados por la 



administración anterior—, terminar con la lógica de compartimentos estancos entre las 



diferente dependencias internas (la coordinación de querellas, el Programa Verdad y Justicia, el 



Archivo Nacional de la Memoria, el Registro Unificado de Víctimas del Terrorismo de 



Estado/RUVTE, entre otras) y construir indicadores y datos propios que permitieran orientar y 



fortalecer la tarea a cargo. 



Así, entre las cifras más significativas que permiten explicar el estado de los procesos 



judiciales por los crímenes de lesa humanidad en Argentina se destaca que, de las 623 causas 



que se encontraban en trámite en diciembre de 2020, 280 permanecían en la etapa de 



instrucción, 75 estaban elevadas a juicio, 18 transitaban la etapa de debate oral, y en 250 se 



había dictado sentencia por parte del Tribunal Oral interviniente1. 



                                                           
1 Se refiere exclusivamente a causas penales en las que se registra, al menos, una persona requerida para 



su investigación por el Ministerio Público Fiscal (MPF). Para obtener ese número total, la PCCH ha excluido 
del análisis otras 409 causas que fueron acumuladas en alguna fase de la investigación, conformando en 
algunos casos las llamadas “megacausas”. Tampoco se cuentan otras 39 causas que fueron archivadas en 
la etapa de instrucción por el fallecimiento de todas las personas imputadas (cf. Procuraduría de Crímenes 
contra la Humanidad, “Informe estadístico sobre el estado de las causas por delitos de lesa humanidad en 
Argentina. Diagnóstico 2020”, 4 de diciembre de 2020, disponible en https://www.fiscales.gob.ar/wp-
content/uploads/2020/12/Lesa_-informe-diciembre-1-2020.pdf). 





https://www.fiscales.gob.ar/wp-content/uploads/2020/12/Lesa_-informe-diciembre-1-2020.pdf


https://www.fiscales.gob.ar/wp-content/uploads/2020/12/Lesa_-informe-diciembre-1-2020.pdf
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Fuente: Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 



 



En cuanto a la condición de los imputados, en comparación con 2019, se verifica una 



disminución en la cantidad de detenidos y un aumento en el número de las personas 



investigadas por delitos de lesa humanidad que se encuentran libres. Mientras en 2019 el 



número de detenidos era de 884, el informe elaborado en diciembre del año 2020 por la 



procuraduría destaca que, a esa fecha, eran 8632. Por otra parte, en 2019 la curva de personas 



en libertad había alcanzado una cifra de 1590, mientras que en 2020 la cifra aumentó al número 



de 16523. 



El último informe publicado por la PCCH también refleja una suba en la cantidad de 



prisiones domiciliarias en comparación con el año 2019: mientras que 608 personas estaban 



arrestadas bajo esa modalidad en ese año, en 2020 el número aumentó a 638. Ese incremento 



se debe, en parte, al contexto de pandemia y a la entrada en vigencia del Decreto nº 260/20, a 



partir del cual muchos detenidos solicitaron la morigeración de la modalidad de prisión con 



arresto domiciliario4. 



 



Fuente: Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 



                                                           
2 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020, Op. cit. 
3 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020, Op. cit.  
4 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020, Op. cit.  
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El informe de la procuraduría especializada de diciembre de 2020 indicaba un total de 



3448 personas investigadas, de las cuales 1013 fueron condenadas. La cifra desagregada se 



completa con 628 procesados, 614 imputados, 176 a los que se les ha dictado la falta de mérito, 



164 absueltos, 93 sobreseídos, 39 indagados y 29 prófugos. Asimismo, fallecieron 692 personas 



vinculadas al juzgamiento de los crímenes cometidos durante la última dictadura cívico-militar. 



 



Fuente: Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 



 



Al mes de diciembre de 2020, habiéndose condenado a 1013 personas por delitos de 



lesa humanidad desde el comienzo de los juicios, sólo 2765 contaban con sentencia firme. 



 



Fuente: Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 



                                                           
5 Cf. Procuraduría de Crímenes Contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020, Op. cit. 
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Principales obstáculos para el avance de los juicios por delitos de lesa 



humanidad 



 



Consideraciones generales 



En los últimos años, estos procesos vienen atravesando un paulatino y notorio 



estancamiento que, en el actual contexto de pandemia mundial, continúa agravándose. 



En tal sentido, la expansión a nivel mundial del virus SARS-COV-2 que genera la 



enfermedad del COVID 19 se ha conformado como uno de los principales factores que afectan 



la continuidad de los procesos de juzgamiento, en virtud de las dificultades que han 



experimentado los juzgados y tribunales para dar cumplimiento a las medidas sanitarias, 



imprescindibles para hacer frente a la epidemia, sin interrumpir el servicio de justicia. 



Sin embargo, aun cuando la pandemia afectó el normal desarrollo de los juicios, las dilaciones 



se vienen registrando desde momentos anteriores. Ya en 2018, según lo relevado por la PCHH, 



los datos daban cuenta de que había comenzado a desacelerarse el ritmo con el que se dictaban 



las sentencias de juicio desde el año anterior. Este aspecto se combinó con las persistentes 



demoras en diferentes etapas del proceso: la instancia de juicio, junto con las instancias 



recursivas extraordinarias, se constituyeron en las que presentaban mayores dilaciones6. Al 1° 



de diciembre de 2019, la Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad continuaba advirtiendo 



retrasos en la instrucción y en las instancias recursivas extraordinarias contra las sentencias 



definitivas dictadas por los tribunales federales de todo el país7. Al actualizar la información a 



diciembre del 2020, no sólo se confirma que persisten las demoras mencionadas, sino que se 



han extendido al resto de las etapas procesales. 



En el siguiente gráfico se da cuenta de la brusca caída de la cantidad de debates orales 



iniciados y de sentencias dictadas por tribunales orales en los últimos cuatro años. Mientras que 



en 2017 se iniciaron 29 debates orales, en 2020 sólo se han iniciado 11. En el mismo sentido, en 



2017 los tribunales orales dictaron 27 sentencias y en 2020 sólo 9. 



 



 



 



                                                           
6 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, “Informe estadístico sobre el estado de las causas 



por delitos de lesa humanidad en Argentina. Diagnóstico 2018” (1° de diciembre de 2018), disponible en 
https://www.fiscales.gob.ar/wp-content/uploads/2018/12/LESA_informe-estadistico-anual-2018.pdf 
7 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, “Informe estadístico sobre el estado de las causas 



por delitos de lesa humanidad en Argentina. Diagnóstico 2019” (1° de diciembre de 2019), disponible en 
https://www.fiscales.gob.ar/wp-content/uploads/2019/12/LESA_informe-estadistico-anual-2019.pdf 





https://www.fiscales.gob.ar/wp-content/uploads/2018/12/LESA_informe-estadistico-anual-2018.pdf


https://www.fiscales.gob.ar/wp-content/uploads/2019/12/LESA_informe-estadistico-anual-2019.pdf
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Debates orales y sentencias dictadas por tribunales orales según el año 



 



Fuente: Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos, diciembre de 2020. 



 



Impunidad biológica 



El estado de situación descripto dificulta, y en muchos casos directamente impide, que 



las víctimas del terrorismo de Estado, que han demandado justicia por más de cuatro décadas, 



obtengan respuesta a sus reclamos. El letargo procesal prolongado en el que se encuentra 



sumergida una gran cantidad de causas implica, de manera ineludible, la consolidación de la 



llamada “impunidad biológica”. El paso del tiempo, que conlleva el envejecimiento8 y el 



fallecimiento de los responsables de los crímenes de lesa humanidad, combinado con la falta de 



respuestas eficientes y eficaces por parte de los/as operadores judiciales, imposibilita que éstos 



sean sometidos a juicio, incumpliéndose de esta forma el deber que recae en el Estado respecto 



de sancionar ese tipo de crímenes.  



A lo largo de todo el proceso de justicia, de las 3448 personas investigadas, al 4 de 



diciembre de 2020 han fallecido 6929. 



                                                           
8 “El incremento en forma exponencial de las peticiones de las defensas para el apartamiento de sus 



pupilos del proceso judicial, presentando algún cuadro vinculado a su salud psico-física, teniendo en 
cuenta que la mayoría de los imputados en causas por crímenes contra la humanidad son personas de 
edad avanzada, es uno de los mayores obstáculos detectados en el proceso de juzgamiento en los últimos 
años” (cf. Programa Verdad y Justicia, “Impunidad Gerontológica. Aportes para abogados querellantes en 
causas por crímenes contra la humanidad”, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Presidencia de la 
Nación, 2015). 
9 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 
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Fuente: Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 



 



Además, el paso del tiempo y la falta de respuestas por parte del Poder Judicial afectan 



directamente a las víctimas y sus familiares, impidiéndoles acceder a la reparación que el 



proceso judicial conlleva, ya sea por la muerte de los imputados, o por su propio envejecimiento 



o fallecimiento. A modo de ejemplo, considerando apenas las 14 causas en las que la Dirección 



Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos tuvo intervención 



durante el 2020 mediante la presentación de “Informes sobre las Condiciones de Exposición y 



Vulnerabilidad de Testigos”, se registra que el 7% del total de testigos que fueron admitidos para 



declarar en esos debates orales ya han fallecido10. 



 



Demoras generales en la etapa de instrucción de las causas 



Como ya ha sido expuesto en este informe, el 45% de las causas por delitos de lesa 



humanidad cometidos durante la última dictadura cívico-militar aún se encuentra en etapa de 



instrucción. 



Según los datos de la Procuraduría, entre 2015 y 2019 existió un marcado descenso en 



la cantidad de causas por año en las que se presentó un requerimiento de elevación a juicio o se 



dispuso la elevación a la instancia del debate oral. Asimismo, el 12% que representan las causas 



elevadas a juicio, se mantiene estable desde el año 2019. Se observa también que, además de 



disminuir la cantidad de causas con juicios iniciados durante 2020, la proyección estadística para 



                                                           
10 Del total de 1878 testigos analizados durante 2020 por la Dirección Nacional, 132 de ellos —ofrecidos 



y admitidos por los tribunales orales para declarar en los debates abiertos—, se encuentran fallecidos. La 
cifra se incrementa exponencialmente si se suman aquellos testigos cuyos fallecimientos ya eran 
conocidos por las fiscalías y querellas, y por lo tanto no fueron ofrecidos para los debates. 



Personas investigadas por delitos de lesa 
humanidad según condición - Total 3448



Con vida: 2756



Fallecidos: 692
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2021 permite sostener que la actividad jurisdiccional se ha relentecido. Esto podría explicarse 



por una baja general en el universo de causas en instrucción, sin embargo, los datos muestran 



que el número de causas que permanecen en esta etapa continúa siendo el más alto (45% del 



total). De las causas que están en instrucción, en 19 (7%) se ha presentado el requerimiento de 



elevación a juicio. La cantidad de causas en las que se dictó al menos un requerimiento de 



elevación consolidó un descenso desde 201511. 



Cantidad de causas en las que se dictó al menos una elevación a juicio 
o un requerimiento de elevación a juicio según el año 



 



Fuente: Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 



 



Complementariamente, según datos relevados por la Dirección Nacional de Asuntos 



Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos, el avance de las investigaciones se ve 



obstaculizado por varios factores, entre los que se destacan la falta de personal judicial, los 



escasos resultados positivos en la investigación de denuncias específicas y la decisión de 



priorizar el avance de causas vinculadas con delitos comunes, es decir, por hechos sometidos a 



prescripción. 



Las jurisdicciones en las que se ha podido confirmar gran acumulación de causas por 



crímenes de lesa humanidad en la etapa de instrucción son Córdoba, Mar del Plata, Salta, Santa 



Fe, Santiago del Estero y Tucumán12. 



A modo de ejemplo, según la información recabada por la Dirección Nacional al 22 de 



octubre de 2020: 



● En la jurisdicción federal de Córdoba: el Juzgado Federal N° 1, afectado por la falta de 



los recursos humanos necesarios a partir de la recusación en las causas por delitos de 



                                                           
11 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020, Op. cit. 
12 Según información relevada por la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de 



Derechos Humanos, al 22 de octubre de 2020, en la jurisdicción federal de Córdoba permanecen 47 causas 
en etapa de instrucción, en la de Mar del Plata se contabilizaron 38, en la de Salta 107, en la de Santa Fe 
65, y en la Tucumán más de 80. 
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lesa humanidad del titular del Juzgado Federal N° 3 (lo que no permite que estos procesos 



tramiten en ese juzgado), tramita 47 causas en diferentes estados de avance. 



● En la jurisdicción federal de La Plata: esta jurisdicción resultó afectada por el 



apartamiento, en 2017, del titular del Juzgado Federal N° 1 de todas las causas en las 



cuales estuviera involucrada la participación de Jaime Lamont Smart. Dicho 



apartamiento ha sido dejado sin efecto en el mes de septiembre de 2020 por la CSJN, 



pero ha implicado que durante años intervinieran distintos jueces subrogantes en las 



referidas causas. Teniendo en cuenta el cargo que ostentó Smart durante la dictadura 



cívico-militar, su participación se encuentra investigada en la mayoría de las causas de 



esta jurisdicción. En virtud de que el Juzgado Federal Nº 3 se encuentra vacante —razón 



por la cual fue subrogado por el titular del Juzgado Nº 1— este apartamiento había 



repercutido también en este otro juzgado. 



● En la jurisdicción federal de Mar del Plata: el titular del Juzgado Federal Nº 3 subroga, 



hace ya nueve años, el Juzgado Federal Nº 1 cuyo cargo está vacante. Esta situación 



provoca la demora de, al menos, 38 causas en instrucción, con diferente tipo de avance. 



Entre ellas se encuentra la causa “Maspero”, por ejemplo, en la que el MPF realizó un 



pedido de indagatoria en 2018 que aún está pendiente de decisión. 



● En la jurisdicción federal de Paraná: en el Juzgado Federal de Paraná se encuentran 



tramitando 12 causas, de las cuales 11 permanecen sin líneas firmes de investigación 



para acreditar la autoría de los delitos y carecen de imputados y querellantes 



presentados. En esta jurisdicción, además, se aplican criterios de investigación 



considerablemente diferentes de los que se utilizan en el resto de las jurisdicciones, por 



cuanto se instruyen las causas de manera individual respecto de cada víctima, sin la 



definición de criterios temporales o secuenciales según los circuitos represivos en la 



provincia que, hasta el momento, no se han logrado reconstruir. 



● En la jurisdicción federal de Salta (Jujuy): todas las causas por crímenes de lesa 



humanidad de Jujuy tramitan en el Juzgado Federal N° 2, pero la Secretaría de Derechos 



Humanos de ese juzgado está integrada sólo por tres personas. De las 56 causas en 



trámite, 51 se encuentran en etapa de instrucción. Una característica de esta jurisdicción 



es la falta de avance en las causas por delitos sexuales, ya que —atento a las múltiples 



faltas de mérito dictadas por la Cámara Federal de Apelaciones de Salta para ese tipo de 



delitos— estos hechos no suelen elevarse a juicio. Otra preocupación es que el estado de 



salud del imputado José Bulgheroni no permite el avance de un conjunto de causas en 



las que es investigado. 
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● En la jurisdicción federal de San Martín: en la secretaría “ad hoc” de la causa nº 4012 —



creada en el Juzgado Federal N° 2 de San Martín específicamente para investigar los 



hechos de la “Megacausa Campo de Mayo”—, se encuentra pendiente de análisis y 



evaluación un cúmulo muy importante de documentación sin relevar. 



● En la jurisdicción federal de Rosario: en el Juzgado Federal N° 4 permanecen en trámite 



59 causas con distintos grados de avance. 



● En la jurisdicción federal de Tucumán (Santiago del Estero): en el Juzgado Federal N° 1 



de Santiago del Estero permanecen en trámite 42 causas, con distintos grados de avance. 



Aunque recientemente se puso en funcionamiento el Juzgado Federal Nº 2, éste no 



interviene en causas por delitos de lesa humanidad. 



 



Obstáculos en la investigación de los delitos de lesa humanidad cometidos con 



motivación económica 



La Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos 



y la Unidad Especial de Investigación de Delitos de Lesa Humanidad con Motivación Económica 



de esta Secretaría han detectado que una significativa cantidad de causas que se encuentran en 



la etapa de instrucción se han iniciado a partir de denuncias sobre la posible comisión de delitos 



por parte de actores económicos (empresariales y técnicos) que contribuyeron y/o buscaron 



beneficiarse durante el período de la dictadura cívico-militar, aportando apoyo económico, 



técnico, político, logístico o de otra naturaleza.  



En efecto, según datos relevados por la Secretaría de Derechos Humanos, causas con 



estas características tramitan en las jurisdicciones federales de La Plata (“Astillero Río Santiago”, 



“SWIFT”, “Propulsora Siderúrgica”, “Molinos Río de La Plata”, “Petroquímica Sudamericana” y 



“SIAP”); Rosario (“ACINDAR”); Bahía Blanca (“La Nueva Provincia”); Salta (“Ledesma”) y 



Tucumán (“La Fronterita”); sin perjuicio que existan otras en el resto de las jurisdicciones. 



Mientras que sólo tres causas (“La Veloz del Norte” en Salta, “Las Marías” en Corrientes, y “Ford 



Motor Argentina” en San Martín) han alcanzado una sentencia en primera instancia. 



Los obstáculos que deben sortear este tipo de causas en la etapa de instrucción tienen 



que ver con una serie de desafíos específicos que se suman a los que enfrenta el conjunto de las 



causas por delitos de lesa humanidad. Por un lado, estos casos implican la apertura de una línea 



de judicialización que requiere prueba diferente a la del resto de los procesos —obligando a 



recurrir a otros repositorios y tipos de fuentes—, y la necesidad de desarrollar y aplicar un 



esquema analítico novedoso, con distintos criterios para el estudio de la prueba por parte de 



los/as operadores/as judiciales que intervienen en el proceso.  
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Por otra parte, las empresas tienen el poder de restringir, y hasta bloquear 



completamente, el acceso a los archivos empresariales que contienen documentación clave para 



estos juicios. Los sindicatos, por su parte, presentan falencias significativas en la conservación, 



catalogación y puesta a disposición de sus archivos, lo cual hace difícil —y en algunos casos 



imposible— la consulta de fuentes decisivas para estos procesos penales. 



Al mismo tiempo, existen particularidades de los colectivos de víctimas de estas causas 



quienes, además de los procesos represivos en sí, debieron enfrentar una serie de consecuencias 



que amenazaron sus medios de subsistencia, dificultando la visibilización de sus historias y su 



acercamiento al proceso de justicia.  



 



Dificultades en la investigación y juzgamiento de los delitos que involucran 



violencia sexual 



Según información publicada por la Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 103 



personas fueron condenadas por delitos que involucran violencia sexual cometidos en el marco 



del terrorismo de Estado hasta el 202013.  



Si bien, a partir de ese momento, se ha generado un incremento en la cantidad de 



sentencias que tratan el tema —siendo el año 2013 el pico máximo de sentencias obtenidas (5), 



y manteniéndose constante desde 2014 la cantidad de sentencias por año (4)—, es clara la 



necesidad de impulsar con mayor fuerza este tipo de causas, ya que las prácticas de abuso, 



violación, tocamientos y aborto forzado fueron extendidas en todo el país durante la represión 



ilegal. Sin embargo, a marzo de 2020, sólo el 13% de las sentencias dictadas abordaban estos 



delitos de manera autónoma. 



                                                           
13 cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, “8M: de las 241 sentencias dictadas en causas de 



lesa humanidad, 31 contemplan delitos por violencia sexual”, 8 de marzo de 2020, disponible en 
https://www.fiscales.gob.ar/lesa-humanidad/8m-de-las-241-sentencias-dictadas-en-causas-de-lesa-
humanidad-31-contemplan-delitos-por-violencia-sexual/ 





https://www.fiscales.gob.ar/lesa-humanidad/8m-de-las-241-sentencias-dictadas-en-causas-de-lesa-humanidad-31-contemplan-delitos-por-violencia-sexual/


https://www.fiscales.gob.ar/lesa-humanidad/8m-de-las-241-sentencias-dictadas-en-causas-de-lesa-humanidad-31-contemplan-delitos-por-violencia-sexual/
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Fuente: Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 8 de marzo de 2020. 



 



Particularidades vinculadas con la investigación de determinados patrones 



represivos 



Dificultades en las causas por los delitos derivados de la apropiación de niños:  



Según información publicada por Abuelas de Plaza Mayo14, hasta la fecha 130 personas 



han recuperado su identidad (ninguna durante el año 2020), y aún permanecen sin ser halladas 



más de 300 que, en el marco del plan sistemático llevado adelante como parte del terrorismo 



de Estado, durante su niñez fueron separadas de sus madres, padres y familias biológicas y 



apropiadas por desconocidos, siendo víctimas del delitos de supresión de su estado civil. 



En diferentes jurisdicciones existen denuncias por supresión de identidad en las que no 



se verifican avances en la investigación, careciendo por ello de imputados y partes querellantes.  



De acuerdo con un relevamiento realizado por la unidad de lesa humanidad de la Fiscalía 



Federal de Tucumán, en esa jurisdicción al menos 40 causas en etapa de investigación se 



relacionan con hechos de supresión de estado civil de menores. En la jurisdicción federal de 



Rosario, al menos 16 causas presentan estas características y, en la jurisdicción federal de Salta, 



se detectaron 5 causas. 



 



Demora en el avance de las causas por hechos ocurridos con anterioridad al 24 de 



marzo de 1976:  



Según el relevamiento realizado por la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos 



Nacionales en Materia de Derechos Humanos, al mes de noviembre de 2020 se observan 



                                                           
14 Cf. Abuelas de Plaza de Mayo por la Identidad, la Memoria y la Justicia, Mensuario 197, noviembre de 



2020, disponible en https://www.abuelas.org.ar/archivos/itemDifusion/mensuario%20197.pdf  



Total de sentencias por crímenes de lesa 
humanidad (241) según tipo de sentencia



Sentencias sin violencia
sexual: 210



Sentencias por violencia
sexual: 31





https://www.abuelas.org.ar/archivos/itemDifusion/mensuario%20197.pdf








 



14   



demoras en el avance de la instrucción en causas en las que se investigan delitos que habrían 



sido cometidos en perjuicio de alrededor de 200 víctimas por hechos ocurridos en fechas 



anteriores al 24 de marzo de 1976.  



Esta circunstancia se ha detectado en las jurisdicciones federales de Salta, Rosario, 



Tucumán y Córdoba.  



 



Obstáculos en las causas relacionadas a la actividad de inteligencia de las Fuerzas 



Armadas:  



Pese al significativo aporte realizado por el “Informe del Batallón 601” elaborado por el 



Programa Verdad y Justicia de esta Secretaría de Derechos Humanos15, en algunas jurisdicciones 



federales no se profundizó la investigación acerca del funcionamiento e identidad de los 



integrantes de dicho batallón.  



 



Las demoras en las investigaciones para determinar los lugares de enterramiento de 



personas desaparecidas – asesinadas:  



Hay un grupo importante de causas que se encuentran a la espera de que se ordenen 



medidas que permitan avanzar en la determinación de posibles lugares de enterramiento de 



personas desaparecidas-asesinadas.  



Las demoras en algunos casos se explican en la falta de definiciones respecto de qué 



organismo es responsable de solventar económicamente las onerosas medidas periciales que, 



necesariamente, se requieren para su trámite. Según el relevamiento realizado por la Dirección 



Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos, hay causas de este 



tipo en las jurisdicciones federales de Rosario (Santa Fe), Córdoba y Salta (Jujuy). 



 



Prófugos, procesos de extradición y control de las detenciones domiciliarias 



Según datos relevados por la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en 



Materia de Derechos Humanos, a diciembre de 2020, 29 imputados de estas causas se 



encuentran prófugos de la Justicia. La dificultad de identificar su paradero obstaculiza su 



comparecencia y el avance de las imputaciones.  



En algunos casos, cuando los prófugos son localizados en el exterior del país, se vuelve 



imprescindible tramitar los procesos de extradición correspondientes (que, en ocasiones 



                                                           
15 Programa Verdad y Justicia, “El batallón de inteligencia 601”, Dirección Nacional del Sistema Argentino 



de Información Jurídica, Editorial del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, 2015. 
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enfrentan nuevos obstáculos de falta de recursos para solventar, por ejemplo, las traducciones 



de documentos que se requieren), demorando considerablemente los plazos procesales16. 



Otro aspecto relacionado es el problema de la eventual evasión de la Justicia por parte 



de los imputados que reciben la prisión domiciliaria, al no existir un control efectivo sobre el 



acatamiento de la medida.  



Como ya se mencionó en este informe, a diciembre del 2020, el 74% de los detenidos 



por delitos de lesa humanidad se encontraba privado de su libertad en sus domicilios. Sin 



embargo, según el relevamiento realizado por la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos 



Nacionales en Materia de Derechos Humanos, los recursos con los que cuenta la Dirección de 



Control y Asistencia de Ejecución Penal del Poder Judicial de la Nación son sumamente escasos 



para llevar adelante un adecuado control sobre la totalidad de los detenidos bajo modalidad 



domiciliaria. Tampoco existen protocolos claros con respecto a las pautas de conducta que 



deben cumplir estos condenados que regulen, por ejemplo, si para las salidas autorizadas 



judicialmente deben ir con custodia o no.  



Es importante tener en cuenta, además, que este tipo de detención de los imputados 



puede influir de manera negativa en la subjetividad de los testigos, generando en ellos una 



sensación de vulnerabilidad e intranquilidad en virtud de que esa situación podría suponer un 



bajo, o directamente nulo, nivel de control sobre el cumplimiento de la medida. En ese sentido, 



se pueden generar las condiciones objetivas necesarias para que los imputados que se lo 



propongan puedan, con facilidad, obstaculizar el accionar de la Justicia mediante la posibilidad 



que se les presenta de afectar a otros actores del proceso, o darse a la fuga. 



 



Demoras generales en la etapa de debate oral de las causas 



El principal obstáculo para el avance de los juicios, identificado en esta etapa del 



proceso, es la falta de continuidad de las audiencias orales. En la totalidad de los juicios, las 



audiencias se programan con escasa frecuencia, y se disponen habituales suspensiones por 



diversos motivos. Esta circunstancia genera una prolongación considerable en los tiempos 



procesales, y afecta el principio de continuidad.  



En algunas jurisdicciones, las audiencias se programan cada 15 días, y en otras se 



celebran una vez por semana. Si se tiene en cuenta que en muchos de estos juicios se cita a 



declarar a cientos de testigos (entre 200 y 600, en muchas de las causas), la escasa cantidad de 



audiencias programadas constituye, necesariamente, uno de los mayores obstáculos para el 



                                                           
16 La Secretaría de Derechos Humanos colabora activamente, junto al Ministerio Público Fiscal y la 



Cancillería Argentina, por ejemplo, en los procesos de extradición y/o juzgamiento de Esteban Kyburg (en 
Alemania), Abelardo Britos (en Paraguay), y Carlos Luis Malatto (en Italia), entre otros. 
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avance de los procesos. A su vez, la expansión del virus SARS-COV-2, y la consecuente 



implementación de medidas sanitarias para evitar su propagación, han profundizado esta 



situación, toda vez que requirió al Poder Judicial la adecuación de sus procedimientos a los 



nuevos medios digitales. 



Asimismo, las dificultades en la conformación de tribunales orales se han convertido, en 



todas las jurisdicciones, en una de las principales razones de la deficiente programación de las 



audiencias, generando agendas que extienden la duración del juicio. Esta situación afecta en 



forma directa la subjetividad de las víctimas-testigos, que esperan la acción reparatoria por 



parte del Estado. 



A continuación, se detalla información relevada por la Dirección Nacional de Asuntos 



Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos, al 22 de octubre de 2020, sobre algunas 



situaciones específicas de los Tribunales Orales Federales (TOF): 



● En la jurisdicción federal de Bahía Blanca: el TOF de Bahía Blanca no está integrado para 



afrontar los próximos debates orales debido a la reciente renuncia de uno de sus 



miembros. 



● En la jurisdicción federal de Corrientes: el único imputado vivo en la causa “Niveyro” —



que se encuentra elevada a juicio ante el TOF de Corrientes—, tiene 93 años de edad, y 



no puede comparecer por razones de salud. 



● En la jurisdicción federal de La Plata: el TOF N° 1 no cuenta con jueces titulares, ya que 



el único que lo conformaba era el Dr. Pablo Bertuzzi, quien permanecerá integrando la 



Sala I de la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional Federal luego de la reciente 



decisión de la CSJN17. El TOF N° 2 está integrado actualmente sólo por dos jueces. El 



tercer cargo se encuentra vacante. Este tribunal sólo ha intervenido en dos debates por 



crímenes de lesa humanidad, dado que hasta 2015, y por cuestiones operativas, se había 



declarado incompetente para llevar adelante este tipo de procesos. 



● En la jurisdicción federal de Mar del Plata: en la actualidad, el TOF cuenta sólo con un 



juez titular, ya que los demás se han acogido al beneficio jubilatorio. Las subrogancias, 



con magistrados/as de la Capital Federal y de San Martín han complejizado tanto el inicio 



de los debates como la frecuencia de las audiencias de los juicios en trámite. 



● En la jurisdicción federal de Mendoza: las audiencias orales fueron suspendidas durante 



cinco meses como consecuencia de la pandemia. Habiéndose reactivado de forma 



virtual, actualmente los TOF programan las audiencias cada 15 días o 1 vez a la semana, 



                                                           
17 CSJN, “Castelli, Germán Andrés c/ Estado Nacional - Consejo de la Magistratura de la Nación s/ amparo 



ley 16.986”, sentencia del 5/11/2020.  
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lo que resulta insuficiente para la cantidad de testigos que son citados a declarar y la 



demora arrastrada por la pandemia. Casi todos los imputados presentan avanzada edad, 



con distintas situaciones de salud, y en razón de las dificultades para la actuación del 



Cuerpo Médico Forense se suelen dilatar los plazos del proceso. 



● En la jurisdicción federal de Chaco: el TOF de Resistencia no pudo ser integrado por los 



jueces a cargo para el trámite de la causa “Caballero III” debido a una serie de 



excusaciones. Por ello se debió conformar con magistrados de las provincias de Formosa, 



Corrientes y Santa Fe. La misma situación se dio en las causas “Caballero II”, “Ligas 



Agrarias I”, y la causa denominada “Pata Judicial”. 



● En la jurisdicción federal de Salta: en el TOF de Jujuy, para cada una de las causas, existe 



una integración diferente, compuesta por jueces subrogantes provenientes de otras 



jurisdicciones. Esta circunstancia dificulta la unificación de criterios en la tramitación y 



también en la agilización del proceso, ya que solo se realiza una audiencia semanal. La 



causa “Burgos”, por ejemplo, inició sus audiencias orales hace más de dos años. El 



concurso para definir la vacante del tribunal (concurso N° 319 del Consejo de la 



Magistratura), comenzó en el año 2016, y aún se encuentra en la instancia del Poder 



Ejecutivo. 



● En la jurisdicción federal de San Martín: la jurisdicción cuenta con cinco tribunales orales 



federales. El TOF N° 1, que era el único en el que tramitaban causas por crímenes de lesa 



humanidad derivadas de la causa matriz “4012”, actualmente cuenta con dos jueces y 



está integrado —para el debate oral de la causa “Área 400”— por una jueza subrogante 



que, a su vez, es titular en el TOF N° 3. En este TOF, a su vez, tramitan las causas que son 



elevadas a juicio por el Juzgado Federal N° 3 de Capital Federal, que comprenden la 



llamada Subzona 16, (Moreno, Merlo, Morón, etc.). Este TOF asimismo está integrado 



por los dos jueces del TOF N° 4, es decir que tres jueces atienden dos tribunales. En esta 



jurisdicción se advierten también la falta de personal auxiliar y serios problemas con las 



conexiones telemáticas en los juicios por vía remota. Por ello, muchas veces las 



audiencias se deben suspender o reprogramar. 



● En la jurisdicción federal de Rosario: el TOF de Santa Fe se encuentra sin integración, 



desde 2018, para entender en la causa “Guerrieri IV”. 



● En la jurisdicción federal de Tucumán: el TOF de Santiago del Estero cuenta con dos 



jueces nombrados en sus cargos, mientras que el tercer cargo permanece vacante. 
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Demoras generales en la etapa recursiva de las causas 



Según los datos de la procuraduría, a diciembre de 2020, “del total de sentencias 



dictadas por los Tribunales Orales, 63 fueron confirmadas por la Corte Suprema de Justicia de la 



Nación (CSJN) y se encuentran firmes para todas las personas sentenciadas. Sin embargo, para 



la mayor parte de las causas (101), la última instancia alcanzada corresponde a la sentencia de 



la Cámara Federal de Casación Penal (CFCP) (42%); de ellas, un total de 11 han tomado carácter 



de firmes por no haber sido recurridas ante la CSJN. El resto (76) se encuentra aún en trámite. 



Tomando en cuenta estas cifras, es destacable que, de las sentencias firmes o más avanzadas en 



la instancia recursiva, sólo en el 7% de los casos no se recurrió la decisión de la CFCP ante la 



CSJN. Esto muestra un alto nivel de recursividad en el proceso”18. 



 



 



Fuente: Procuraduría de Crímenes Contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020. 



 



Son múltiples los factores que influyen en la demora de los plazos procesales en esta 



etapa.  



En primer lugar, se advierten los extensos plazos de resolución de los recursos que se 



sustancian ante la Cámara Federal de Casación Penal. A modo de ejemplo, se reseñan algunas 



de las sentencias más antiguas que se encuentran recurridas pendientes de resolución por parte 



de esta Cámara19:  



• Causa N° 3389/2012, “La Cacha”, radicada en 2015; 



• Causa N° 10630/2009, “Junín”, radicada en 2015; 



                                                           
18 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020, Op. cit. “De las 250 
sentencias que se dictaron desde el año 2006 corresponde decir que 7 de ellas lo fueron por aplicación 
del viejo Código Procesal Penal (ley 2372), y 3 de ellas aun no tienen fundamentos de TOF”. 
19 El 3 noviembre de 2020 la Sala I de la CFCP se expidió en la causa conocida como “Circuito Camps”, 



después de que permaneciera en trámite ante dicha instancia desde 2013. Durante ese período, 8 de los 
23 imputados fallecieron (cf. https://www.abuelas.org.ar/noticia/juicio-circuito-camps-sentencia-firme-
1366).  



Causas en las que se dictó sentencia, según 
instancia recursiva alcanzada - Total 240



Sentencias de la Cámara
Federal de Casación Penal
(101 - 42%)



Sentencias del Tribunal Oral
Federal (76 - 32%)



Sentencias de la Corte
Suprema de Justicia de la
Nación (63 - 26%)





https://www.abuelas.org.ar/noticia/juicio-circuito-camps-sentencia-firme-1366


https://www.abuelas.org.ar/noticia/juicio-circuito-camps-sentencia-firme-1366
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• Causa N° 17/2012, “Fuerzas de Tareas 5”, radicada en 2016. 



Durante 2020, la Cámara Federal de Casación únicamente se expidió en doce causas20. 



En segundo lugar, se advierte una notable demora también por parte de la Corte 



Suprema de Justicia de la Nación en estas causas. A modo de ejemplo, se encuentran radicadas 



ante la Corte Suprema para su consideración, entre otras causas emblemáticas, las conocidas 



como “Masacre de Trelew” (desde hace cinco años), “Masacre de Capilla del Rosario” (desde 



hace tres años), y “Feced II” (desde hace casi cuatro años).  



La CSJN además tiene pendiente resolver en la causa conocida como “La Noche del 



Apagón”, específicamente, sobre la situación procesal de Carlos Pedro Tadeo Blaquier y Alberto 



Enrique Lemos, ambos directivos de la empresa Ledesma. Han pasado más de cinco años desde 



su ingreso al alto tribunal y, a pesar de los reiterados pedidos de pronto despacho, la Corte aún 



no se ha expedido. 



 



Debilitamiento de las áreas del Poder Ejecutivo encargadas de acompañar el 



proceso de juzgamiento 



Durante el período de 2015 a 2019, la gran mayoría de las áreas del Poder Ejecutivo que 



se habían creado para acompañar y fortalecer el proceso de juzgamiento de los crímenes de lesa 



humanidad sufrió considerables reducciones en sus presupuestos y en la cantidad de personal. 



Así, por ejemplo, la disminución de recursos humanos disponibles en diferentes áreas 



de esta Secretaría —como la Coordinación de Asistencia a Testigos Víctimas o la Dirección del 



Cuerpo de Abogados en Procesos de Verdad y Justicia— ha generado la acumulación de tareas 



en cantidades reducidas de trabajadores/as y, en algunos casos, la imposibilidad estar presentes 



en la totalidad de las jurisdicciones federales del país. 



En otros casos, los órganos creados para colaborar con el Poder Judicial fueron 



directamente suprimidos o desmantelados, como es el supuesto de la Subgerencia de Derechos 



Humanos del Banco Central; la Coordinación de Políticas de Derechos Humanos, Memoria, 



Verdad y Justicia de la Comisión Nacional de Valores; y la Dirección Nacional de Derechos 



Humanos del Ministerio de Seguridad de la Nación. 



La delicada situación financiera que atraviesa el país desde diciembre de 2019, así como 



la prioridad puesta en las medidas sanitarias para enfrentar la pandemia del Covid-19 durante 



estos últimos ocho meses, dificultó seriamente la gestión más allá de la contundente decisión 



política de apoyar el proceso de justicia por los crímenes de lesa humanidad. 



                                                           
20 Cf. Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad, 4 de diciembre de 2020, Op. cit. 
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En este sentido, a pesar de las limitaciones presupuestarias y de contratación de 



personal, la Secretaría de Derechos Humanos en este último año ha procurado recomponer los 



equipos de trabajo, garantizar la articulación necesaria entre todas las dependencias internas y 



el abordaje interdisciplinario de las causas entre investigadores/as y abogados/as, unificar y 



mejorar las bases de datos, y llevar adelante una fuerte campaña comunicacional para dar 



mayor visibilidad a los juicios, entre otras prioridades.  



Entre los resultados más destacables, se pueden mencionar las decenas de planteos 



para que se reinicien las audiencias que habían quedado suspendidas durante la pandemia; la 



presentación de más de 15 nuevas querellas en distintas jurisdicciones del país21; la elaboración 



de centenares de evaluaciones de situación e informes de condiciones de exposición y 



vulnerabilidad de testigos para los juicios orales en trámite22; la redacción de un protocolo de 



actuación que facilita la notificación y la toma de testimonios en pandemia; y la contestación de 



decenas de oficios recibidos por las autoridades judiciales en el marco de investigaciones en 



curso, sólo a modo de ejemplo.  



Obviamente, este esfuerzo y compromiso deberá ser acompañado, cuando las 



condiciones presupuestarias del país lo permitan, de los recursos humanos y materiales 



necesarios.



                                                           
21 A modo de ejemplo, se presentó en “La Veloz del Norte” (en Salta); en la causa por el asesinato de 



Wensceslao Pedernera (en La Rioja); en el tramo denominado “Barreiro” por la contraofensiva, que se 
investiga en Córdoba; en el “Juicio a los jueces” (Jujuy); en la causa en la que se investiga al Personal Civil 
de Inteligencia de Salta; en la causa “Vuelos” (en Concepción del Uruguay, Entre Ríos); y en “La Fronterita” 
(en Tucumán). 
22 Durante 2020, la Coordinación de Asistencia a Testigos Víctimas de la Secretaría de Derechos Humanos 



ha evaluado las condiciones de exposición y vulnerabilidad de 1878 testigos y ha realizado más de 4000 
contactos con víctimas testigos, en causas que se encuentran en distintas etapas del proceso judicial, 
utilizando un protocolo específicamente elaborado para el contexto de pandemia. La Coordinación viene 
trabajando desde hace más de 10 años, como parte del ex Programa Verdad y Justicia, brindando 
asistencia y acompañamiento a los testigos víctimas que prestan declaración en los debates orales, antes, 
durante y después de las audiencias. Asimismo, lleva adelante las notificaciones a esos testigos, evitando 
situaciones de re victimización, en un contexto de contención y respeto por las víctimas, y realiza 
evaluaciones sobre condiciones de exposición y vulnerabilidad sobre el universo total de testigos que son 
llamados a declarar en los debates orales; entre otras tareas relacionadas con la búsqueda de verdad, 
justicia y reparación para las víctimas. 
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Plan estratégico para el avance del proceso de justicia en la Argentina 



 



En función de todo lo expuesto, y haciendo especial hincapié en el deber inexcusable 



que recae en el Estado argentino de investigar, juzgar y sancionar los crímenes contra la 



humanidad conforme los compromisos internacionales asumidos en materia de derechos 



humanos, y garantizar una adecuada reparación a cada una de las víctimas, consideramos que 



resulta impostergable promover, desde esta Secretaría de Derechos Humanos, un Plan 



Estratégico que involucre a todas las agencias del Estado, para potenciar y profundizar el 



proceso de justicia, a fin de impulsar las causas judiciales por delitos de lesa humanidad, de 



modo tal que se superen los obstáculos descriptos y aquellos que puedan presentarse en el 



futuro.  



En este Plan Estratégico deberían trabajar de manera mancomunada todos los poderes 



del Estado, dentro de los límites de cada una de sus competencias, junto con todos los actores 



involucrados e interesados en estos procesos judiciales, particularmente los/as querellantes y 



los organismos de derechos humanos. Para asegurar el logro de los objetivos que se postulan 



prioritarios, la Secretaría de Derechos Humanos —como autoridad con competencia primaria 



en la formulación y aplicación de políticas y programas de promoción y fortalecimiento de los 



derechos humanos— asumirá un papel protagónico. 



En consecuencia, para lograr avances significativos en el proceso de juzgamiento de los 



crímenes de lesa humanidad cometidos por el terrorismo de Estado en nuestro país, se postulan 



las siguientes líneas de acción: 



 



1. GARANTIZAR MAYOR CELERIDAD EN LOS PROCESOS JUDICIALES QUE SE 



ENCUENTRAN EN ETAPA DE INSTRUCCIÓN 



Para conseguir este objetivo, se propone: 



1.1. Asegurar una agenda de reuniones periódicas entre autoridades judiciales federales, el 



Ministerio Público Fiscal y todos los actores involucrados en el proceso de justicia, a fin de 



identificar los obstáculos y definir las medidas para superarlos. Este espacio de articulación 



periódica puede ser asegurado por la Mesa Interinstitucional del Ministerio Público Fiscal y la 



Comisión Interpoderes de la Corte Suprema —si retoma la habitualidad y amplitud de 



convocatoria de los primeros años—, complementado por convocatorias específicas que 



impulse esta Secretaría de Derechos Humanos. 



La Secretaría de Derechos Humanos, a través del Consejo Federal, procurará también 



incluir en estos espacios de articulación a las dependencias de derechos humanos provinciales 
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que, muchas veces, contribuyen con recursos logísticos, técnicos y humanos en el proceso de 



memoria, verdad y justicia. 



 



1.2. Impulsar aquellas iniciativas legislativas que resulten necesarias para garantizar mayor 



celeridad en los procesos judiciales por crímenes de lesa humanidad. En particular, se impulsará 



la sanción de la ley de reforma judicial CD-106/20, que en su artículo 72 sobre Reglas de 



Actuación establece máxima prioridad para los juicios de lesa humanidad (inciso h) y garantiza 



que los debates orales tengan un mínimo de 3 audiencias por semana (inciso j).  



 



1.3. Robustecer las áreas de investigación del Poder Ejecutivo Nacional encargadas de la 



producción de pruebas sobre crímenes de lesa humanidad. 



En este sentido, la Secretaría de Derechos Humanos fortalecerá y pondrá a disposición 



las herramientas con las que cuenta el Área de Investigación de la Dirección Nacional de Asuntos 



Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos Humanos, así como los equipos de investigación 



del RUVTE, del Archivo Nacional de la Memoria y de la Dirección de Gestión de Políticas 



Reparatorias, para colaborar —como lo viene haciendo desde hace más de diez años— con los 



procesos judiciales en la generación de nuevas líneas de investigación y produciendo 



información relevante respecto de la estructura de las Fuerzas Armadas, su organización 



durante el período dictatorial, la identificación de represores y centros clandestinos de 



detención, circuitos represivos, etcétera.  



Estas áreas de la Secretaría, además, coordinarán acciones con los equipos de 



investigación que actúen en las órbitas del Ministerio de Defensa, el Ministerio de Seguridad y 



el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, entre otras dependencias 



del Poder Ejecutivo Nacional. En aquellos ministerios en que se hayan desarmado los equipos 



de investigación se impulsará institucionalmente desde la SDH su recuperación.  



 



1.4. Evitar la duplicidad en la producción de pruebas. 



Esta Secretaría registra un flujo importante de oficios judiciales dirigidos a diferentes 



dependencias (Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos 



Humanos, Archivo Nacional de la Memoria o RUVTE), que solicitan información que ha sido 



remitida en repetidas oportunidades. Para evitar este dispendio de recursos y pérdida de 



tiempo, las autoridades judiciales competentes deberían implementar procedimientos que 



tiendan a evitar la solicitud de la misma información en múltiples oportunidades y asegurar un 



tratamiento más eficiente de los datos que obran en las causas.  
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Al mismo tiempo, la Secretaría elaborará un instructivo que explique la especificidad de 



cada área, facilite el circuito administrativo y ayude a evitar la duplicidad de oficios ya 



respondidos.  



También se trabajará en solucionar los problemas que genera la separación de los 



procesos judiciales en tramos en cuanto a las declaraciones de los testigos, ya sea buscando 



evitar que declaren repetidas veces, o bien preservando los testimonios de aquellos que han 



fallecido.  



También se hará un trabajo de cruce de información entre el listado de beneficiarios de 



la Ley 24411 y la información que posee el EAAF sobre los restos de desaparecidos sin identificar, 



en el marco del trabajo con el ILID.  



 



1.5. Asegurar que los juzgados federales y fiscalías federales encargadas de la instrucción de 



estas causas cuenten con el personal suficiente y adecuado, según la cantidad de trabajo que 



involucra la investigación en las causas por delitos de lesa humanidad23. 



Para ello se procurarán las gestiones ante la Corte Suprema de la Nación, el Consejo de 



la Magistratura y la Procuración General de la Nación para que se destinen o reorienten los 



recursos humanos y técnicos cuando sean indispensables. 



  



1.6. Es indispensable dar con el paradero de los imputados prófugos y acelerar los procesos 



de extradición de aquellos que han sido localizados en el exterior del país. 



 Para ello resulta sustancial potenciar la coordinación de acciones con el Ministerio de 



Seguridad de la Nación, a fin de mantener vigente y con información actualizada el Programa 



“Buscar”, que otorga recompensas a aquellos ciudadanos que brinden información sobre los 



imputados buscados por la justicia.  



 También se fortalecerán los lazos con la Dirección General de Cooperación Regional e 



Internacional y la Procuraduría de Crímenes Contra la Humanidad, ambas dependientes del 



Ministerio Público Fiscal; y con la Dirección de Derechos Humanos y la Dirección de Asistencia 



Jurídica Internacional, dependientes de la Cancillería Argentina, a fin de motorizar los procesos 



de extradición que tramiten en el exterior del país.  



 



                                                           
23 A modo de ejemplo, la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos 



Humanos identificó, como obstáculo para el avance de los juicios, la insuficiente cantidad de personal en 
las dependencias judiciales en, por lo menos, las jurisdicciones federales de Salta, San Martín y Tucumán 
entre otras. 
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1.7. Es necesario también reforzar los controles sobre los imputados que se encuentran 



gozando del beneficio de prisión domiciliaria. 



 Al efecto, se realizarán gestiones para aumentar los recursos de los que dispone la 



Dirección de Control y Asistencia de Ejecución Penal, creada por la ley 27.080, en la órbita del 



Poder Judicial de la Nación. Esta Dirección tiene a su cargo, entre otras funciones, “d) La 



inspección y vigilancia de toda persona que se encuentre cumpliendo detención o pena con la 



modalidad de alojamiento domiciliario”. También resulta fundamental que existan protocolos 



claros sobre las pautas que deben cumplir los imputados por crímenes de lesa humanidad que 



gozan de este beneficio, incluso, por ejemplo, frente a salidas autorizadas por la Justicia. 



 También se promoverá el fortalecimiento de las dependencias provinciales —como los 



Patronatos de Liberados—, que en algunas ocasiones tienen a su cargo el control de las prisiones 



domiciliarias a estos imputados cuando residan en las provincias. 



1.8. Evaluar la necesidad del dictado de una nueva instrucción general, por parte de la 



Procuración General, dirigida a todos/as los/as fiscales federales con competencia en estas 



causas para agilizar las investigaciones. 



En los últimos 20 años, el Ministerio Público Fiscal dictó una serie de resoluciones 



generales destinadas a establecer pautas de actuación a los/as fiscales para agilizar y profundizar 



la persecución penal de estos delitos en general, así como criterios específicos para fortalecer la 



investigación de delitos determinados (crímenes sexuales y apropiación de niños/as). Sin 



embargo, la última resolución general data del año 2016 (Resolución PGN N° 1154/16), que 



dispuso recomendar la aplicación de las “Pautas para la actuación de los y las fiscales en la 



investigación de crímenes de lesa humanidad”, que habían sido elaboradas por la Procuraduría 



de Crímenes contra la Humanidad. Por ello, resulta importante revisar las distintas instrucciones 



y recomendaciones generales dictadas y evaluar la necesidad de promover su actualización, a 



fin de mejorar el desempeño de los/as fiscales en estas causas y seguir fijando criterios 



uniformes para el desenvolvimiento de sus funciones.  



 



1.9. Por su parte, la Secretaría de Derechos Humanos reimpulsará una campaña para la 



búsqueda de testigos de estos crímenes que aún no se hubieran presentado en la justicia.  



 En tal sentido, en el año 2011 se había apoyado la campaña “El Servicio Militar ya no es 



obligatorio, el silencio tampoco” que procuraba encontrar conscriptos que hubieran hecho el 



servicio militar entre 1975 y 1983 y que pudieran aportar información imprescindible para 



continuar con los juicios por delitos de lesa humanidad. Muchos de esos conscriptos, por 



ejemplo, fueron testigos esenciales en el juicio de “Campo de Mayo” para esclarecer los vuelos 



de la muerte. 
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 La campaña incluirá una línea telefónica y un correo electrónico de contacto, que serán 



gestionados por la Secretaría de Derechos Humanos.  



 



1.10. Finalmente se deberán potenciar los recursos de la Dirección del Cuerpo de Abogados 



en Procesos de Verdad y Justicia de la Secretaría de Derechos Humanos, como herramienta 



para colaborar en el impulso las causas, a través de la presentación como querellante 



institucional24.  



La Secretaría otorgará prioridad a las jurisdicciones donde se acumulan mayor cantidad 



de causas25, y a aquellos procesos en los que se investigan delitos que habrían sido cometidos 



con motivación económica, delitos que involucran violencia sexual, hechos ocurridos con 



anterioridad al 24 de marzo de 1976, hechos relacionados a la actividad de inteligencia de las 



Fuerzas Armadas, denuncias relacionadas a lugares de enterramiento de personas 



desaparecidas y asesinadas, delitos por los que se encuentran imputadas personas que nunca 



han sido llevadas a juicio oral, y delitos cuyas víctimas no fueron incluidas como casos en causas 



anteriores y no están presentadas como querellantes. 



 Además, la querella de la Secretaría de Derechos Humanos debería estar dotada de 



peritos propios que coadyuven a fortalecer la postura jurídica en las causas (por ejemplo, para 



poder emitir opinión fundada ante planteos de morigeraciones de la pena o incidentes por 



condiciones de detención basados en afectaciones a la salud de los imputados). 



 



2. PROMOVER AVANCES EN LAS CAUSAS EN LAS QUE SE INVESTIGA LA POSIBLE 



COMISIÓN DE DELITOS DE LESA HUMANIDAD POR PARTE DE ACTORES ECONÓMICOS 



(EMPRESARIALES Y TÉCNICOS) 



Se trata de aquellos responsables que contribuyeron y/o buscaron beneficiarse 



económicamente durante el período de la dictadura cívico-militar. 



Para ello, se propone: 



2.1. Alentar la conformación y la puesta en funcionamiento, en el ámbito del Congreso de la 



Nación, de la Comisión Bicameral de la Verdad, la Memoria, la Justicia, la Reparación y el 



                                                           
24 A diferencia de lo ocurrido en los 4 años anteriores, en el transcurso del 2020, la Secretaría de Derechos 



Humanos volvió a asumir un papel más activo como querellante en estas causas, y en los últimos meses 
ha presentado además más de 10 nuevas querellas. Estas nuevas querellas procuran impulsar causas en 
las que se investiga la responsabilidad empresarial en la comisión de delitos de lesa humanidad, delitos 
de índole sexual, vuelos de la muerte o hechos emblemáticos para la jurisdicción específica. 
25 Según el relevamiento de la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Nacionales en Materia de Derechos 



Humanos, se trata de las jurisdicciones federales de Córdoba, Mar del Plata, Salta, Santa Fe, Santiago del 
Estero y Tucumán. 
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Fortalecimiento de las Instituciones de la Democracia creada en 2015, por la ley 27.217, a fin 



que dé cumplimiento a los objetivos que fueron fijados en su ley de creación. 



 



2.2. Además, se reforzarán las acciones de la Unidad Especial de Investigación de los 



Delitos de Lesa Humanidad con Motivación Económica de esta Secretaría. 



Se trata de una iniciativa creada por la Resolución MJyDDHH N° 3216/10, con el objetivo 



de contribuir desde el campo de la investigación, y con la mayor celeridad posible, al proceso de 



judicialización en curso de este tipo de crímenes, articulando esfuerzos con otras dependencias 



a nivel nacional, regional y local, y también estableciendo conexiones y contactos a nivel 



latinoamericano e internacional.  



A partir de esta vinculación entre investigación y judicialización se busca respaldar y 



enriquecer la participación de la Secretaría de Derechos Humanos como querellante en dichas 



causas, fortaleciendo un abordaje interdisciplinario que permita afrontar esta problemática 



compleja con diversas herramientas metodológicas y conceptuales. 



La Unidad Especial, además, brindará capacitación a los/as operadores del campo de 



justicia en estas temáticas; y respaldará a los sectores sindicales que apoyan estas 



investigaciones, y que en algunos casos se han presentado como querellantes.  



 



2.3. Evaluar la necesidad de promover la actualización de las “Pautas para la actuación de 



los y las fiscales”, aprobada por la Resolución PGN Nº 1154/16. 



En este sentido, si bien esas Pautas, entre otras recomendaciones, postulan la 



importancia de esclarecer la responsabilidad de civiles (funcionarios judiciales y empresarios, 



entre otros), y de avanzar en el juzgamiento de los delitos económicos cometidos en el marco 



del terrorismo de Estado, la falta de avances sustanciales en la mayoría de estas causas obliga a 



revisar esos criterios para determinar nuevos desafíos y definir nuevos criterios de actuación 



para los/as fiscales. 



 



2.4. Además, se podría conformar una mesa de trabajo, entre las distintas dependencias de 



derechos humanos de las instituciones económicas estatales (CNV, BCRA, BNA, entre otros/as), 



para avanzar en la detección y sistematización de fuentes de archivo para estas investigaciones.  



 



3. ASEGURAR AVANCES EN LAS CAUSAS POR LA APROPIACIÓN DE NIÑOS Y NIÑAS 



DURANTE EL PERIODO DICTATORIAL 



Para conseguir este objetivo, se propone: 
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3.1. Promover una mayor articulación entre los equipos de investigación de la Unidad Fiscal 



Especializada para Casos de Apropiación de Niños durante el Terrorismo de Estado —que 



funciona en el ámbito de la Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad—, de la Comisión 



Nacional por el Derecho a la Identidad (CONADI) y de la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos 



Nacionales en Materia de Derechos Humanos26, para la intervención que llevan adelante estas 



dependencias en ese tipo de causas. 



 



3.2. Coordinar acciones y fortalecer los canales de diálogo con la Asociación Abuelas de 



Plaza de Mayo.  



La especificidad de esta temática y la enorme experiencia de Abuelas de Plaza de Mayo 



requieren una articulación permanente entre Abuelas y las agencias estatales —judiciales y del 



Poder Ejecutivo—, para identificar los obstáculos que impiden avanzar en las instrucciones de 



estas causas y definir las medidas para superarlos.  



La Secretaría de Derechos Humanos, y la CONADI en particular, promoverán estos 



espacios de trabajo y discusión para establecer prioridades e impulsar acciones conducentes.  



En ese sentido, se implementará la confección de instructivos y capacitaciones dirigidos 



a los operadores judiciales que intervienen en las causas por apropiación de niños/as, con el 



objeto de coordinar las notificaciones entre el Grupo Especial de Asistencia Judicial, dependiente 



del Ministerio de Seguridad, y la Coordinación de Asistencia a Testigos Víctimas de la Secretaría, 



a fin de evitar la revictimización de las personas que deban someterse a exámenes genéticos. 



 



3.3. Evaluar, junto con la Unidad Fiscal especializada, la necesidad de promover la 



actualización del “Protocolo de Actuación para casos de apropiación y para que participen 



personalmente en momentos clave de la investigación” (aprobado por la Resolución PGN N° 



398/12). 



En tal sentido, en octubre de 2012 se aprobó la Resolución PGN N° 398/12, en la que se 



establecieron dos instrucciones de carácter general dirigidas a los/as fiscales que intervienen en 



casos de apropiación de niños/as durante el terrorismo de Estado. Por un lado, se determinó 



que debían adecuar su actuación a las pautas previstas en el “Protocolo de actuación para causas 



por apropiación de niños durante el terrorismo de Estado”; por otro que debían participar 



personalmente en cada uno de los momentos claves de estas investigaciones “tales como, por 



ejemplo, los actos en los que se procura la obtención de ADN (audiencias en la que se proceda 



                                                           
26 La Coordinación de Asistencia a Testigos Víctimas lleva adelante las notificaciones —cuando así es 



requerido— en las causas por supresión de identidad, a fin de obtener muestras genéticas que son 
cotejadas con las que se encuentran archivadas en el Banco Nacional de Datos Genéticos. 
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a la extracción de sangre u otra clase de muestras, requisas, allanamientos, etc.). Habiendo 



transcurrido más de ocho años desde el dictado de esta Resolución General, será imprescindible 



evaluar su aplicación y analizar si precisa ajustes y actualizaciones para mejorar el avance de 



estas causas.   



 



4. GARANTIZAR MAYOR CELERIDAD EN LOS PROCESOS POR CRÍMENES DE LESA 



HUMANIDAD QUE SE ENCUENTRAN EN LA ETAPA DE DEBATE ORAL 



 Para ello se propone: 



4.1. Realizar las gestiones necesarias para asegurar la programación de una mayor cantidad 



de audiencias semanales27, y para que se evalúe la posibilidad concreta de otorgarles prioridad, 



en la medida que sea posible, a este tipo de juicios orales respecto de los vinculados con causas 



por delitos comunes.  



 En especial se buscará incidir para que se prioricen aquellas causas donde los imputados 



no han sido sometidos aún a juicio, o se incluyan casos de víctimas que no han sido incorporados 



a debates orales anteriores, a fin de evitar se conformen casos de “impunidad biológica”.  



 



4.2. También se deberían actualizar los principios y directrices que rigen este tipo de 



procesos para impulsarlos con mayor celeridad, a través del dictado de nuevas “Reglas 



Prácticas”, que amplíen las ya dictadas mediante la Acordada 1/12 de la Cámara Federal de 



Casación Penal. 



 



4.3. La Secretaría de Derechos Humanos, además, fortalecerá los recursos de la 



Coordinación de Asistencia a Testigos Víctimas de la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos 



Nacionales en Materia de Derechos Humanos. De esta manera se podrá extender su rango de 



acción a la mayor cantidad de jurisdicciones federales posibles, con el objetivo de garantizar 



tanto la contención y el acompañamiento de las víctimas-testigos antes, durante y luego de 



brindar declaración testimonial, evitando situaciones revictimizantes, como el diligenciamiento 



de las notificaciones de las mismas prescindiendo de la intervención de las fuerzas de seguridad, 



y la evaluación de sus niveles de exposición y vulnerabilidad. Estas acciones se seguirán 



coordinando con las autoridades judiciales, el Ministerio Público Fiscal, dependencias de los 



Poderes Ejecutivos provinciales con competencias en la temática de derechos humanos y el 



Consejo de la Magistratura. 



                                                           
27 Durante 2020, en la totalidad de los debates orales que se desarrollaron se celebraron audiencias una 



vez a la semana o una vez cada 15 días. 
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4.4. Es necesario, también reforzar los recursos a nivel federal de la Dirección del Centro 



de Asistencia a Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos “Dr. Fernando Ulloa” de esta 



Secretaría a fin de asegurar el acompañamiento a víctimas testigos desde una perspectiva 



psicoterapéutica. 



En este sentido, los equipos interdisciplinarios del Centro Ulloa desempeñan un papel 



fundamental en la definición e implementación de estrategias para el abordaje integral de las 



situaciones complejas que atraviesan muchas veces las víctimas de crímenes de lesa humanidad.  



4.5. Asimismo, se realizarán las gestiones correspondientes ante el Consejo de la 



Magistratura para garantizar el pago, en tiempo y forma, de los viáticos que deban abonarse a 



los testigos que tienen la necesidad de desplazarse desde lugares alejados a la ciudad de asiento 



del Tribunal Oral, a fin de cumplir con la carga pública de brindar declaración testimonial. 



 



5. GARANTIZAR MAYOR PUBLICIDAD DE LOS DEBATES ORALES 



Para ello se propone: 



5.1. Gestionar que todos los tribunales orales federales implementen la utilización de los 



medios digitales que faciliten el acceso de los/as ciudadanos/as al desarrollo de las audiencias, 



haciendo uso de las herramientas tecnológicas que debe proveer el Consejo de la Magistratura. 



Para ese fin, es sugerible el uso de los canales de transmisión disponibles a través de Internet28, 



tendiendo a la uniformidad de criterios en cuestiones de conectividad.  



 



5.2. Con el mismo fin, se debería solicitar a la CSJN la modificación de la Acordada 29/2008, 



con miras a ampliar los alcances de la publicidad de las audiencias orales a los medios digitales 



de comunicación. 



 



5.3. También se realizarán las gestiones para que la Corte Suprema de Justicia de la Nación 



publique en la página web del Centro de Información Judicial (www.cij.gov.ar) la agenda 



completa y actualizada de los juicios por delitos de lesa humanidad que se encuentran en la 



etapa de debate oral. 



 



5.4. Además, la Secretaría de Derechos Humanos continuará y reforzará la intensa campaña 



de difusión sobre las causas, a través del sitio juiciosdelesahumanidad.ar, y la publicación 



                                                           
28 Canales del sitio web Youtube, por ejemplo, que permite a sus usuarios subir videos en vivo, de manera 



online. 





http://www.cij.gov.ar/
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periódica de información relevante, a fin de mantener al conjunto de la sociedad en 



conocimiento del desarrollo del proceso de Memoria, Verdad y Justicia. 



 



5.5. Asimismo, la Secretaría, a través de su Subsecretaría de Promoción de Derechos 



Humanos y en articulación con otras autoridades nacionales y locales, fortalecerá las acciones 



de sensibilización y formación sobre los juicios por crímenes de lesa humanidad.  



A tal fin, en el contexto de la post pandemia, se retomarán las iniciativas para que los/as 



estudiantes secundarios puedan asistir a las audiencias de los juicios y se elaborará material 



didáctico destinado a estudiantes de educación secundaria y primaria —en este caso, para los 



últimos dos años—, que desarrolle de manera clara y sencilla la evolución histórica de los juicios 



de lesa humanidad y la relevancia del juzgamiento a los responsables militares y civiles del 



terrorismo de Estado.  



También se organizarán actividades de formación (conferencias, seminarios, talleres) y 



publicaciones orientadas a diferentes audiencias, con la participación de los actores judiciales, 



querellantes y testigos-víctimas sobre los juicios.  



 



5.6. Finalmente, se impulsará un convenio de cooperación entre la Corte Suprema de 



Justicia de la Nación, el INCAA y la Secretaría de Derechos Humanos para garantizar la debida 



preservación y seguridad en el Archivo Nacional de la Memoria de los registros audiovisuales 



que se producen por el Programa Memoria Colectiva e Inclusión Social (MECIS) de las audiencias 



de los juicios por crímenes de lesa humanidad (Acordada Nº 29/2008 – Convenio y Resolución 



Nº 4248/09 CSJN). 



 Al mismo tiempo se procurará extender el MECIS —a través de nuevos convenios— a 



otras jurisdicciones en las que aún no se estén registrando las audiencias, o impulsar que estos 



juicios sean registrados por otros actores o medios. 



 



6. PROMOVER LA REDUCCIÓN DE LOS PLAZOS DE RESOLUCIÓN DE LOS RECURSOS 



ADMITIDOS EN LAS INSTANCIAS DE LA CÁMARA FEDERAL DE CASACIÓN PENAL Y DE 



LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



Para lograr este objetivo se propone: 



6.1. Realizar un seguimiento estricto de los diferentes recursos presentados y difundir 



públicamente el estado procesal de las causas más demoradas. También se efectuarán 



presentaciones conjuntas, cuando sea necesario, para solicitar el respeto de la garantía del plazo 



razonable en las causas seguidas por delitos de lesa humanidad, considerando tanto el derecho 



de los imputados a ser juzgados rápidamente, como el carácter reparatorio para las víctimas que 
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revisten las decisiones judiciales, otorgando prioridad a la revisión de las sentencias en este tipo 



de procesos. 



 



6.2. Evaluar si la creación de secretarías específicas para tramitar las causas por crímenes 



contra la humanidad, tanto en la CSJN como en la Cámara Federal de Casación Penal podría 



aumentar la celeridad a este tipo de procesos y, eventualmente, realizar gestiones para su 



creación. 



 



6.3. Trabajar sobre el mecanismo de reenvío con el objetivo de reducir los tiempos de 



dictado de la nueva sentencia.   



 



7. IMPULSAR EL NOMBRAMIENTO DE JUECES/ZAS EN LOS CARGOS VACANTES EN 



AQUELLOS JUZGADOS Y TRIBUNALES FEDERALES CON MÁS DEMORA EN CAUSAS POR 



CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD 



Para ello se propone:  



7.1. Mantener un relevamiento actualizado de los cargos vacantes en Juzgados y Tribunales 



Orales Federales al momento en que se generan. 



 



7.2. Realizar las gestiones necesarias para que se aceleren los procedimientos de 



nombramientos de jueces/zas en las jurisdicciones federales con mayor cúmulo de las causas 



por crímenes de lesa humanidad, coordinando las acciones del Consejo de la Magistratura, el 



Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo Nacional en la medida de sus competencias específicas. 
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Conclusiones 



 



La Secretaría de Derechos Humanos de la Nación ha decidido impulsar activamente este 



Plan Estratégico con el objetivo de contribuir con el avance del proceso de justicia de los 



crímenes de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura cívico militar, y asegurar el 



compromiso de todas las autoridades públicas en esta misión, como una verdadera política de 



Estado. 



Por supuesto, esta propuesta debe contar con el acompañamiento de todos los actores 



fundamentales del proceso de Memoria, Verdad y Justicia en nuestro país, y por ello para su 



elaboración se han tenido en cuenta las observaciones, sugerencias y demandas de organismos 



de derechos humanos y abogados/as querellantes de estos juicios. 



La persistencia de obstáculos que dificultan el avance de las investigaciones y juicios por 



los crímenes de lesa humanidad —a 37 años de recuperada la democracia y a más de 15 años 



de la reapertura de las causas tras la nulidad de las leyes e indultos de impunidad—, nos obliga 



a redoblar los esfuerzos para involucrar a los distintos órganos y niveles del Estado. 



Este Plan Estratégico asume que la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación 



desempeña una función esencial en asegurar el cumplimiento de los compromisos 



constitucionales e internacionales en materia de derechos humanos; en garantizar la necesaria 



coordinación entre las diferentes dependencias y órganos estatales para la protección efectiva 



de los derechos fundamentales (cf. Decreto N° 50/2019); y en asistir y proteger especialmente 



a las víctimas de violaciones de derechos humanos. En consecuencia, muchas de las medidas 



aquí planificadas requerirán de un trabajo de articulación permanente entre la Secretaría y otras 



autoridades del Poder Ejecutivo Nacional, pero también del Poder Judicial, del Ministerio Público 



y eventualmente también del Poder Legislativo.  



El Plan, además, debe ser entendido como un proceso más que como un fin en sí mismo, 



y necesitará evaluaciones periódicas para verificar y merituar su grado de avance y pertinencia, 



a partir de metas e indicadores. Lo importante será identificar rápidamente la emergencia de 



nuevos obstáculos para poder sugerir, entre todos los actores involucrados, las medidas más 



adecuadas para superarlos. Será crucial mantener un espacio de trabajo, participación y escucha 



permanente con los organismos de derechos humanos, asociaciones de ex detenidos, y 



comisiones de víctimas, con miras a canalizar sus reclamos y preocupaciones, suministrando las 



herramientas que el Estado en general, y la Secretaría de Derechos Humanos en particular, tiene 



a disposición.  
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La tarea, sin lugar a dudas, precisará potenciar los recursos de todas las dependencias 



de esta Secretaría que acompañan el proceso de juzgamiento por crímenes de lesa humanidad, 



a fin de que lleven adelante sus acciones en todo el territorio nacional y releven, de manera 



permanente, los inconvenientes que surjan en el trámite de los procesos judiciales por crímenes 



de lesa humanidad, sugiriendo y/o implementando soluciones eficientes. 



Desde la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación reiteramos nuestro absoluto 



compromiso para seguir trabajando de manera mancomunada, junto al Poder Judicial, al 



Ministerio Público Fiscal, al Consejo de la Magistratura, y junto a los organismos de derechos 



humanos, para cumplir con el deber inexcusable que recae en el Estado en su conjunto.   



Una verdadera política de Estado en el juzgamiento de los crímenes de lesa humanidad 



requiere el compromiso de todas y todos. 
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República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
2021 - Año de Homenaje al Premio Nobel de Medicina Dr. César Milstein


 
Nota


 
 


 
Número: 
 


 
Referencia: Solicitud de aportes del Relator Especial sobre la promoción de la Verdad, la Justicia, la Reparación y 
las Garantías de no Repetición
 
 
A: Cecilia Meirovich (DDDHH#MRE), María Josefina Nacif Casado (DDDHH#MRE), María Emilia Vicente Lago 
(DDDHH#MRE),
 
Con Copia A: Andrea Viviana POCHAK (SSPYEIDH#MJ), Moro María Belma (DNAJIMDDHH#MJ),
 


 
De mi mayor consideración:
 
 


Tengo el agrado de dirigirme a usted, en respuesta a su nota NO-2021-119143965-APN-DDDHH#MRE, vinculada 
con la solicitud de aportes formulada por el Relator Especial sobre la promoción de la Verdad, la Justicia, la 
Reparación y las Garantías de no Repetición, sobre los roles y responsabilidades de los actores no estatales en los 
procesos de justicia transicional.


Al respecto, se adjunta como insumo para el informe temático que presentará el Relator Especial en la 51º sesión del 
Consejo de Derechos Humanos, un documento elaborado por la Unidad especial de investigación sobre delitos de 
lesa humanidad cometidos con motivación económica de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación. Atento a 
su extensión, se informa que los cinco (5) anexos que acompañan el documento serán remitidos por correo 
electrónico.


Finalmente, esta Secretaría asume el compromiso de remitir la información adicional que sea necesaria, en virtud de 
la política de cooperación que ha tenido históricamente el Estado argentino con el sistema universal de protección 
de los derechos humanos.


.







 


 


Sin otro particular saluda atte.


 










Contribuciones para el Relator Especial sobre la promoción de la verdad, la justicia, la 



reparación y las garantías de no repetición sobre roles y responsabilidades de los 



actores no estatales en los procesos de justicia transicional 



 



 



 



Unidad especial de investigación sobre delitos de lesa humanidad cometidos con motivación 
económica de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación 



 



A lo largo del proceso de Memoria, Verdad y Justicia que siguió a la última dictadura en 
Argentina (1976-1983) se acumularon evidencias y aportes respecto de la represión a 
trabajadores y sindicalistas y la participación de empresas y empresarios en estos crímenes de 
lesa humanidad. Esto se produjo no sólo en distintas instancias de denuncia nacional e 
internacional de las violaciones a los derechos humanos en forma contemporánea o cercana al 
momento de los hechos, sino también en el trabajo de la Comisión Nacional sobre la 
Desaparición de Personas (CONADEP), el Informe “Nunca Más” y en el Juicio a las Juntas, 
plasmándose además en diversos reclamos judiciales realizados por trabajadores/as durante la 
década del 80. 



En el contexto de la sanción de las leyes de Punto Final (1986) y de Obediencia Debida (1987), 
y luego de los indultos decretados por el Poder Ejecutivo (1989-1990), el eje de la represión a 
los trabajadores y de evidencias de participación de figuras empresariales en la violación a los 
derechos humanos estuvo presente en la década de 1990 en documentos y denuncias 
internacionales que enfatizaron que la estructura represiva de las fuerzas armadas había 
tenido como un blanco central a activistas y militantes obreros, y que habían contado para ello 
con la colaboración de diversos sectores empresariales. También durante esa década se 
llevaron adelante los Juicios por la Verdad, iniciados en 1998 en La Plata, y luego desarrollados 
en diversas localidades del país, que permitieron escuchar testimonios que aportaron nuevas 
pruebas sobre la centralidad de la represión a trabajadores y sindicalistas, y las distintas 
formas de participación de sectores empresariales en esta persecución. 



Incluso en este tiempo tan complejo para el avance de los juicios penales, se intentó 
judicializar la responsabilidad de empresas en tribunales de países como Alemania y Estados 
Unidos, donde estaban radicadas sus casas matrices. Al mismo tiempo, en un marco de intento 
de reapertura de los juicios penales, se iniciaron causas que buscaban acreditar la 
responsabilidad de empresas y empresarios en la represión a los trabajadores y dirigentes 
sindicales, como sucedió en 2002 con causas iniciadas por trabajadores sobrevivientes de las 
empresas Ford y Mercedes-Benz que habían sido víctimas de delitos de lesa humanidad. 



Los pronunciamientos y decisiones de los diversos poderes estatales entre 2001 y 2005 que 
permitieron reabrir la judicialización de delitos de lesa humanidad en la Argentina permitieron 
la reactivación de las causas judiciales en diversos puntos del país. En este marco se pusieron 
en marcha también, con dificultades, causas vinculadas con temas de responsabilidad 
empresarial no sólo en el campo penal, sino también en el civil y laboral. Frente a los fuertes 
obstáculos y resistencias, el avance de esta línea en el proceso de Memoria, Verdad y Justicia 
se construyó además en vinculación con aportes de una gran cantidad de sectores, incluyendo 
no sólo a las propias víctimas y a los organismos de derechos humanos, sino también a 
organizaciones sociales, políticas y sindicales y a equipos e instituciones de investigación 
científica y tecnológica que realizaron diversas contribuciones para la comprensión y análisis 
del tema. En particular se destacó la confluencia de instituciones estatales y de la sociedad civil 
en un trabajo interdisciplinario conjunto entre 2014 y 2015 que permitió el análisis sistemático 











de 25 casos que se plasmó en un libro de dos tomos titulado “Responsabilidad empresarial en 
delitos de lesa humanidad. Represión a trabajadores durante el terrorismo de estado” llevada 
adelante por un equipo interdisciplinario de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, 
el Programa Verdad y Justicia, el Área de Economía y Tecnología de FLACSO y el CELS, 
publicado en diciembre de 2015 por la editorial Infojus del Ministerio de Justicia y Derechos 
Humanos de la Nación.  



En dicho informe se abordó en forma sistemática y a partir de un amplio arco de prueba 
documental de una gran cantidad de archivos, así como de fuentes de prensa, orales y 
judiciales, la participación de empresas y empresarios, de una gran cantidad de actividades 
económicas y ubicadas en seis regiones del país, en la represión a trabajadores y trabajadoras 
durante el terrorismo de Estado. El informe, que fue presentado en primer lugar al Ministerio 
Público Fiscal y luego en diversas instancias públicas y que fue además sumado como evidencia 
en causas judiciales, fue un elemento que contribuyó para la aprobación, por parte del 
Congreso, de una Comisión Bicameral sobre las complicidades económicas con la dictadura, 
cuya implementación aún está pendiente. En términos de sus hallazgos, el análisis centrado en 
veinticinco empresas de todo el país, no sólo presentó información inédita, sino también un 
abordaje sistemático y comparativo que ofrece algunos aportes significativos a las discusiones 
sobre la relación entre empresas, terrorismo de Estado y represión a los trabajadores y 
trabajadoras en la Argentina. A partir de un amplio acervo de fuentes, analizadas con criterios 
metodológicos diseñados específicamente, se obtuvieron evidencias sobre las distintas formas 
de responsabilidad empresarial en la represión, tanto en el territorio de los establecimientos 
laborales como en una dinámica más amplia. Para sintetizar sólo algunos de los patrones 
hallados, en el 88% de los casos analizados en el Informe se probó el secuestro de trabajadores 
dentro de las fábricas, en el 76% la entrega de información privada de los trabajadores y 
listados de delegados a las fuerzas represivas, en el 72% la presencia y actividad militar de 
control, supervisión y amedrentamiento en las fábricas, en el 68% la participación de oficiales 
de fuerzas armadas o de seguridad en cargos directivos, en el 56% la realización de operativos 
militares en los predios fabriles, en el 52% la presencia de cuadros empresariales en las 
detenciones, secuestros y hasta torturas, en el 48% la habilitación de instalaciones para el 
asentamiento de fuerzas represivas, y con el mismo porcentaje la existencia de aportes 
económicos a las fuerzas represivas, al tiempo que en el 40% de los casos analizados se probó 
el uso de vehículos de las empresa en operativos de secuestro de trabajadores/as, entre otras 
prácticas identificadas y estudiadas. Todo esto en el marco de diversas formas de militarización 
de los espacios laborales, cuyo tipo extremo lo constituyó la existencia de centros 
clandestinos de detención y tortura dentro del predio de los establecimientos productivos, 
fenómeno que se probó en 5 de los 25 casos analizados: la empresa automotriz Ford Motor 
Argentina (Pacheco, Provincia de Buenos Aires), la fábrica siderúrgica Acindar (Villa 
Constitución, Provincia de Santa Fe), la empresa de transporte La Veloz del Norte (Salta), el 
Astillero Río Santiago (Ensenada) y el ingenio azucarero La Fronterita (Tucumán).  



Entre 2015 y 2019, durante la Presidencia de Mauricio Macri, se introdujo desde la conducción 
del Poder Ejecutivo un giro regresivo en las políticas de derechos humanos en sentido amplio y 
en particular en lo referente a las iniciativas específicas tendientes a investigar y judicializar la 
responsabilidad de sectores empresariales en esos delitos. Sin embargo, gracias a la acción en 
otros sentidos de diversas instancias estatales y no estatales, continuando los esfuerzos 
previos, se lograron progresos relevantes en aquellos años en sede judicial. En septiembre de 
2015, meses antes del cambio de gobierno, por primera vez una causa con un empresario 
imputado por las violaciones a derechos humanos de sus trabajadores/as llegó a trámite oral: 
la causa La Veloz del Norte, en cuyo marco, en marzo de 2016, se condenó al dueño de la 
empresa, Marcos Levín a 12 años de prisión por el secuestro y torturas de Víctor Cobos, 
trabajador de esa empresa. Esta sentencia fue revocada por la Cámara Federal de Casación 
Penal en octubre de 2017. 











Otro avance de gran importancia nacional y repercusión internacional fue la causa “Ford”, cuya 
etapa oral se desarrolló entre diciembre de 2017 y diciembre de 2018, en la que se condenó a 
15 años de prisión al ex militar Santiago Omar Riveros, y a penas de 12 años de prisión para 
Héctor Sibilla (Jefe de Seguridad) y 10 años de prisión para Pedro Müller (Gerente de 
Manufactura), considerando a los dos últimos partícipes necesarios del proceso represivo 
contra 24 trabajadores entre 1976-77. En forma paralela, en el caso de la causa “Las Marías”, 
que llegó a trámite oral en 2018 luego de años de dilación y del fallecimiento o apartamiento 
por motivos de salud de varios imputados, se produjo un claro retroceso: la absolución por 
parte del Tribunal Oral Federal de Corrientes del único imputado, Héctor María Torres Queirel, 
que no sólo era el dueño de la estancia en la que vivía y trabajaba la víctima secuestrada, sino 
también el intendente de facto de la localidad de Gobernador Virasoro, provincia de 
Corrientes. 



A partir de la asunción del Presidente Alberto Fernández en diciembre de 2019, se decidió 
desde la Secretaría de Derechos Humanos fortalecer el impulso de las investigaciones y causas 
judiciales vinculadas con la responsabilidad empresarial durante la última dictadura cívico-
militar y los crímenes de lesa humanidad cometidos con motivación económica. Se retomó así 
una línea previa de dicha Secretaría a partir de 2010, cuando se había creado en ese marco 
una “Unidad especial de investigación de delitos de lesa humanidad cometidos con 
motivación económica” para abordar causas vinculadas a la persecución de sectores 
empresariales bajo acusación de “subversión económica”, en procesos frecuentemente 
acompañados por desapoderamiento de empresas. Durante la presidencia de Mauricio Macri 
esta Unidad especial de investigación se había desactivado y en diciembre de 2019 se 
encontraba vacía, sin integrantes y sin tareas, al tiempo que se promovió un “Programa de 
Empresas y Derechos Humanos”, cuyo plan de trabajo omitió deliberadamente toda cuestión 
vinculada a la responsabilidad empresarial en crímenes de lesa humanidad.  



A lo largo de todo este proceso de décadas, el papel del Estado, aún con sus tensiones, 
contradicciones y cambios de dirección, ha resultado clave y se ha situado en contraste con 
la falta absoluta de involucramiento de empresas, empresarios y actores económicos 
privados en todos los aspectos del proceso de justicia. No se tiene registro en la Argentina de 
experiencias ni de involucramiento y asistencia de actores económicos, empresas y/o 
empresarios involucrados en los crímenes, en los procesos de rendición de cuentas ni en los 
procesos de judicialización a nivel nacional o internacional. Tampoco se posee registro de 
algún tipo de participación o asistencia para el avance en la investigación de la verdad sobre 
estos procesos, para memorializar ni garantizar la no repetición, ni de iniciativas de 
reconocimiento y atención a las víctimas de estos procesos, que en muchos casos vienen 
sosteniendo demandas de memoria, verdad y justicia por décadas. A pesar de la 
considerable extensión del período post-dictatorial, desde 1983 hasta el presente año 2021, 
y de los evidentes avances tanto en la investigación como en la judicialización, de los que fue 
surgiendo una cada vez más abundante prueba, no hubo cambios ni transformaciones en 
esta negativa cerrada por parte de las figuras y ámbitos empresariales y corporativos 
respecto de su responsabilidad en la represión desplegada durante la última dictadura. 



Considerando entonces que una posición activa y progresiva impulsada desde el Estado resulta 
prioritaria para impulsar este eje, a comienzos de 2020, el Secretario de Derechos Humanos 
Horacio Pietragalla Corti decidió la reactivación de la Unidad especial de investigación sobre 
delitos de lesa humanidad cometidos con motivación económica, con el objetivo de avanzar, 
en conjunto y articulación con el equipo de las querellas y de otros equipos de investigación de 
la Secretaría, en los siguientes objetivos: 1) Profundizar la investigación en causas vinculadas 
con responsabilidad empresarial y delitos económicos y fortalecer el trabajo articulado con el 
equipo de las querellas de la Secretaría y otros actores judiciales; 2) Contribuir en actividades 
de formación de los diversos equipos dentro de la Secretaría en temas de responsabilidad 
empresarial y delitos económicos vinculados a delitos de lesa humanidad ; 3) Fortalecer las 











articulaciones con otras instituciones del Estado y la sociedad civil, a nivel nacional pero 
también regional e internacional, en torno a la responsabilidad empresarial y delitos 
económicos vinculados a delitos de lesa humanidad; 4) Promover una mayor difusión de los 
resultados y avances sobre esta problemática mediante publicaciones, intervenciones en 
medios de comunicación y actividades públicas. 



El trabajo articulado de esta Unidad con el equipo jurídico permitió fortalecer la intervención 
de la Secretaría en las causas en las que participa como querellante en el marco de un Plan 
Estratégico elaborado con el objetivo de contribuir con el avance del proceso de justicia por 
los crímenes de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura cívico militar en 
Argentina, el cual fue anunciado por el Presidente de la Nación. En cuanto a responsabilidad 
empresarial, pueden mencionarse los casos del ingenio azucarero Ledesma (Jujuy), La Nueva 
Provincia (Bahía Blanca), Acindar (Santa Fe), Molinos Río de la Plata, Ford, así como Dálmine-
Siderca, los astilleros Astarsa y Mestrina y las ceramistas Lozadur y Cattáneo en el marco de la 
Megacausa Campo de Mayo; y los casos de Astilleros Río Santiago, Swift, Propulsora 
Siderúrgica, SIAP y Petroquímica Sudamericana (región de La Plata, Berisso y Ensenada), entre 
otras. En cuanto a procesos de represión a empresarios y desapoderamiento de bienes, la 
Secretaría es querellante en la causa Chavanne-Grassi, actualmente en la instancia de juicio 
oral, en la que están imputados dos civiles: Juan Alfredo Etchebarne, entonces presidente de la 
Comisión Nacional de Valores, y Raúl Antonio Guglielminetti, ex agente civil de inteligencia del 
Ejército, por su presunta responsabilidad en las privaciones ilegales de la libertad y tormentos 
que sufrieron 28 víctimas vinculadas con los grupos económicos Chavane e Industrias 
Siderúrgicas Grassi.  Asimismo, entre 2020 y 2021 la SDH se presentó como querellante en 
nuevas causas que abordan la responsabilidad de funcionarios empresariales en la represión a 
trabajadores y trabajadoras: La Veloz del Norte (Salta), ingenio La Fronterita (Tucumán) y Las 
Marías II (Corrientes) y Norwinco (Tucumán).  



En todas estas causas, al igual que en el resto de las causas por delitos de lesa humanidad, se 
involucró además el área de Asistencia a Testigos Víctimas de la Dirección Nacional de Asuntos 
Jurídicos Nacionales en materia de Derechos Humanos, encargada de elaborar informes de 
riesgo ante el desarrollo de juicios orales y notificar y asistir a testigos víctimas ante cada 
declaración; y se brinda acompañamiento en salud mental a través del Centro de Asistencia a 
Víctimas de Violaciones de Derechos Humanos “Dr. Fernando Ulloa”. Integrantes del equipo de 
la Unidad han declarado como testigos expertos sobre la represión a trabajadores y 
trabajadoras y sindicalistas en causas judiciales. Por su parte, la Unidad Especial de 
Investigación también articula con la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Internacionales 
en materia de Derechos Humanos de la Secretaría en casos que tramitan en el Sistema 
Interamericano. Este accionar ha sido acompañado de políticas de promoción de derechos 
humanos que apuntaron a la visibilización y difusión de los procesos represivos de esta 
naturaleza, tales como propuestas de formación, realización de publicaciones e impulso de 
políticas de señalización como sitios de memoria de lugares vinculados al desarrollo de los 
hechos represivos durante la dictadura. 



 



El caso “Ford Motor Argentina” 



La experiencia desarrollada en el marco de la SDH entre marzo de 2020 y diciembre de 2021 
muestra una vía posible para desarrollar respuestas articuladas desde los Estados para 
responder a la demanda de justicia y reparación de víctimas de severas violaciones a los 
derechos humanos con responsabilidad conjunta de fuerzas de seguridad y de actores 
empresariales. Aquí tomaremos el caso de Ford Motor Argentina como ejemplo específico que 
permite mostrar el tipo de articulación de equipos y políticas que pueden contribuir a dar 
respuestas efectivas.  











En este corto período, fuertemente marcado además por la pandemia del COVID-19 que 
ocasionó numerosos condicionamientos y obstáculos, se logró avanzar en varias direcciones, 
partiendo de la Unidad especial de investigación mencionada. En primer lugar se propuso un 
proceso de articulación con las diversas áreas y equipos dentro de la Secretaría de Derechos 
Humanos, y con diversos actores y sectores por fuera de ella (organismos de derechos 
humanos, sindicatos, diversas oficinas estatales), que permitieron activar contactos y 
desarrollar redes de trabajo. En términos internos dentro de la Secretaría, a partir de una 
articulación con las áreas de formación se organizaron encuentros virtuales con participación 
de funcionarios clave, y luego se elaboró un sitio permanente de capacitación sobre 
responsabilidad empresarial para todos los trabajadores/as y equipos de la Secretaría, con 
acceso a materiales de distinto tipo, fuentes judiciales y documentales y bibliografía 
especializada en la temática. En particular el trámite oral de la causa “Ford” se analizó en 
detalle, en términos tanto de la metodología aplicada, el análisis e interpretación de la 
documentación y la prueba, los desarrollos de los alegatos y la sentencia. 



El esfuerzo central de la Unidad se centró en el trabajo con la Dirección Nacional de Asuntos 
Jurídicos Nacionales y el equipo de abogados/as de la Secretaría que intervienen como 
querellantes en las causas vinculadas con responsabilidad empresarial en delitos de lesa 
humanidad en todo el país. En este marco se logró poner en juego, en el campo de la 
judicialización, la acumulación previa de investigación científica y trayectorias de colaboración 
y articulación con diversos actores de la sociedad civil. Esto se plasmó, en el caso de Ford, en la 
presentación de un escrito de “Breves notas” en febrero de 2021 solicitando a la Cámara de 
Casación la ratificación de las condenas de la sentencia de 2018, con aportes valiosos de 
análisis de la prueba del expediente a lo largo de más de 80 páginas, y en diversas 
intervenciones, incluida la presentación de un escrito de “pronto despacho” ante la demora de 
esta instancia en emitir su fallo, así como en el seguimiento constante de esta causa judicial en 
articulación con el Ministerio Público Fiscal y las otras querellas. Cuando el 29 de septiembre 
de 2021 la sala II de la Cámara Federal de Casación Penal confirmó la sentencia, las defensas 
de los condenados presentaron recursos extraordinarios y la SDH presentó tres escritos 
detallando los fundamentos por los cuales no correspondería dar curso a estos recursos y 
estaría plenamente justificada la confirmación de la sentencia. 



Asimismo, la Unidad articuló con la Dirección Nacional de Asuntos Jurídicos Internacionales en 
materia de Derechos Humanos. El caso de Ford es nuevamente un buen ejemplo porque se 
trabajó en un reclamo iniciado en el sistema interamericano en 1992 por uno de los 
trabajadores sobrevivientes de Ford, Pedro Troiani, querellante en la causa penal mencionada. 
El reclamo ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos se centró en la 
imposibilidad de la víctima de llevar adelante reclamos civiles y laborales contra la empresa 
Ford, ya que en las instancias judiciales se declaró al reclamo prescripto, decisión agravada por 
el hecho de que otros reclamos de trabajadores en la misma situación fueron aceptados sin 
declarar su prescripción.  



Este caso fue retomado por el Estado en el contexto de la reforma del Código Civil, que declara 
la imprescriptibilidad de las acciones civiles y laborales vinculadas con delitos de lesa 
humanidad, y el proceso de trabajo culminó en la firma de un acuerdo de cumplimiento de 
recomendaciones ante la CIDH el 1 de diciembre de 2021, que debido al fallecimiento de 
Pedro Troiani el 1 de agosto de 2021, se firmó con su esposa, Elisa Charlin de Troiani y uno de 
sus hijos. En el marco del acuerdo de cumplimiento en el seno de la CIDH, la Secretaría se 
comprometió a promover una amplia gama de formas de reparación no sólo pecuniaria por la 
demora en el acceso a la justicia, sino fundamentalmente no pecuniarias y centradas en una 
dimensión colectiva, incluyendo medidas de difusión y publicidad del caso, señalización de la 
empresa con pilares de cemento como sitio de memoria, la promoción de la investigación de 
estos temas en articulación con sectores académicos y científicos (particularmente la firma de 
un convenio SDH-CONICET), y el impulso de una serie de iniciativas e instancias vinculadas con 











la sistematización del material de archivo. Además, en lo que se refiere a medidas que 
apuntan a convocar a actores no estatales como la empresa sin participación ni 
involucramiento de ningún tipo en el proceso de Memoria, Verdad y Justicia a que 
reconsideren esta actitud, el Estado expresó su compromiso de transmitir las demandas de 
las víctimas a las autoridades de la empresa, las cuales serán además invitadas a presenciar 
el acto de reconocimiento de responsabilidad del Estado en marzo de 2022. En forma 
adicional, la Secretaría se comprometió a apoyar los reclamos civiles y laborales de las víctimas 
con el material documental y de prueba disponible en sus archivos.  



Este proceso recuperó otra línea de trabajo de la Unidad, particularmente con el área a cargo 
de la Dirección Nacional de Sitios y Espacios de Memoria de la SDH, que permitió avanzar en la 
señalización de la planta de Ford en Pacheco como sitio de memoria, una demanda de los 
trabajadores/as ante la falta total de respuestas y reconocimiento de la empresa de su papel 
en el proceso represivo. En este marco se llevó adelante el 9 de julio de 2021 la colocación 
conjunta de carteles de señalización frente a la planta, en un acto coordinado por la SDH de 
Nación, con presencia de autoridades provinciales y municipales, y se está planificando la 
colocación de pilares permanentes, marcando el lugar del secuestro de trabajadores y el hecho 
de que funcionó en el sector recreativo de la planta un centro clandestino de detención donde 
se retuvo a trabajadores secuestrados durante horas, antes de ser llevados a comisarías, y 
luego de semanas, a unidades carcelarias. 



Se motorizó también desde la Unidad la sistematización de documentos y fuentes para el 
análisis de la problemática y la provisión de pruebas al proceso de Memoria, Verdad y Justicia 
a partir de la articulación con el Archivo Nacional de la Memoria (también integrante de la 
Secretaría de Derechos Humanos), el seguimiento de las políticas reparatorias sostenidas 
desde el Estado a las víctimas del terrorismo de Estado, y el desarrollo de políticas de 
comunicación y difusión en diversos ámbitos, incluyendo paneles especializados, actividades 
con el Museo Sitio de Memoria de la ex ESMA, entre muchos otros, actividades de 
capacitación, notas, entrevistas e intervenciones en medios de prensa y la producción de 
materiales. Se sostuvo asimismo una participación en ámbitos y eventos internacionales, 
varios de ellos vinculados con la problemática de Empresas y Derechos Humanos (incluidas 
publicaciones, paneles y seminarios organizados en el marco de CERALC), enfatizando la 
importancia de incluir estos temas en la agenda de trabajo y debate. 



El caso de Ford fue presentado aquí como un ejemplo específico y emblemático, pero es 
emergente de un trabajo en un conjunto más amplio de casos bajo abordaje. Puede destacarse 
a partir de esta experiencia la potencialidad de que el Estado pueda poner en juego la 
acumulación previa de investigación científica y trayectorias de colaboración y articulación con 
diversos actores de la sociedad civil, para reforzar y enriquecer el trabajo valioso de un 
conjunto de dependencias estatales, profundizando el proceso de justicia y de reparación en 
un campo que, lejos de presentar experiencias de respaldo y colaboración por parte de los 
actores empresariales implicados en las violaciones, presenta numerosos obstáculos y trabas.  
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De mi mayor consideración:
 
 


Tengo el agrado de dirigirme a usted, en respuesta a su Nota NO-2020-28755536-APN-DMYAG#MRE, vinculada con la 
solicitud de aportes formulada por el Relator Especial sobre la promoción de la Verdad, la Justicia, la Reparación y las 
Garantías de no Repetición, sobre las buenas prácticas, lecciones aprendidas y nuevos desafíos en relación con los múltiples 
aspectos de la perspectiva de género en los procesos de justicia transicional.


Cabe destacar, que el presente documento se elaboró sobre la base a los aportes remitidos por el Ministerio de las Mujeres, 
Géneros y Diversidad de la Nación y la Dirección Nacional del Programa Verdad y Justicia de esta Secretaría de Derechos 
Humanos.


Introducción: el proceso de memoria, verdad y justicia por los crímenes de lesa humanidad de la última dictadura 
cívico-militar


Como el Relator Especial sabe, los principios y estándares del derecho internacional en materia de verdad y justicia han 
constituido un marco jurídico y político insoslayable en el proceso argentino de justicia transicional. En particular, los 
pronunciamientos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones 
Forzadas o Involuntarias de la ONU, entre otros, han tenido un papel protagónico para promover y acompañar el desarrollo 
de políticas en materia de lucha contra la impunidad.







Así, el proceso de juzgamiento por los crímenes de lesa humanidad cometidos por la última dictadura cívico-militar en la 
Argentina se ha realizado en el marco del estricto cumplimiento de las obligaciones generales previstas en el derecho 
internacional en esa temática


[1]
. En efecto, los juicios han respetado en todas las instancias y jurisdicciones del país las 


garantías básicas del debido proceso legal y del derecho a la defensa, previstas en los principales instrumentos de derechos 
humanos ratificados por el Estado argentino y reconocidas en el ámbito interno a nivel constitucional y legal. En ningún 
caso se recurrió a tribunales especiales, ni se reformó la legislación interna. Por el contrario, en el marco del orden jurídico 
vigente al momento de los hechos y con los jueces naturales encargados de la administración de justicia, se procedió al 
juzgamiento de los responsables de tales crímenes. 


Hoy, a más de cuatro décadas del inicio de la última dictadura cívico-militar, este proceso avanza, se profundiza y consolida 
como una verdadera política de Estado. Sin embargo, debe advertirse que el juzgamiento de las graves violaciones de 
derechos humanos perpetradas por la última dictadura no avanzó de forma lineal ni automática, y quedan muchos y 
complejos desafíos por delante.


Participación de las mujeres y esfuerzos oficiales para su inclusión en las estrategias y mecanismos nacionales de 
justicia transicional (puntos 1 y 2)


El proceso de memoria, verdad y justicia por los crímenes de lesa humanidad cometidos en Argentina resulta paradigmático. 
Ha merecido el reconocimiento de distintos órganos de protección internacional de los derechos humanos y ha sido 
considerado un modelo por varios países de la región y del mundo.


Para llevarlo a cabo, las víctimas, sus familiares y los organismos de derechos humanos han debido luchar fervientemente 
contra la impunidad y han tenido que denunciar y enfrentar en cada oportunidad los renovados obstáculos que se fueron 
presentando en todos estos años. Las organizaciones que impulsaron y sostuvieron el reclamo de memoria, verdad y justicia 
fueron, en gran medida organizaciones de mujeres, madres y abuelas de personas desaparecidas.


Por otra parte, tras la recuperación de la democracia en 1983, el Estado argentino ha efectuado numerosos esfuerzos para 
alentar la participación en el proceso de justicia transicional de todas las víctimas del terrorismo de Estado, incluidas las 
mujeres víctimas de delitos sexuales en el contexto de detención ilegal.


La primera respuesta a los reclamos de verdad y justicia por los crímenes cometidos durante el terrorismo de Estado, fue la 
creación de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas (CONADEP) en el año 1983. La publicación de su 
informe Nunca más, y el posterior Juicio a las Juntas militares que culminó con la condena de la mayoría de sus integrantes 
y dio lugar al inicio de investigaciones penales en todo el país, constituyen una primera etapa del proceso nacional de 
justicia y verdad.


Sin perjuicio de ello, cabe centrarse en esta oportunidad en el proceso de justicia iniciado a partir del año 2001, luego de la 
reapertura de las investigaciones penales tras años de impunidad[2].


En efecto, a partir de la reapertura de los juicios se retomó la prosecución de causas contra los responsables de los crímenes 
de lesa humanidad y los órganos judiciales tuvieron que adecuar sus prácticas a los desafíos que este tipo de causas 
presentaban, siendo uno de los nuevos desafíos la denuncia de delitos sexuales en el contexto de la detención ilegal.


Si bien, en un principio, estos delitos habían sido subsumidos en el delito de tortura, de los testimonios de las víctimas surgía 
el trato concretamente discriminatorio y cosificante que sufrían, por el solo hecho de ser mujer, lo cual instó a que 
comenzaran a imputarse los delitos sexuales como figuras autónomas.


En tal sentido, en los últimos años ha habido importantes avances en el juzgamiento de la violencia de género perpetrada de 
modo sistemático por el terrorismo de Estado.


La primera condena emitida por un Tribunal Oral Federal por delitos contra la integridad sexual cometidos en un centro 







clandestino, fue dictada en la ciudad de Mar del Plata, Provincia de Buenos Aires, el 9 de junio de 2010. En dicho proceso 
se juzgó a Gregorio Rafael Molina, ex suboficial de la Fuerza Aérea, quien fue condenado a prisión perpetua por múltiples 
delitos, entre ellos cinco violaciones agravadas y una tentativa del mismo delito, cuyas víctimas fueron dos mujeres 
ilegalmente detenidas.


Desde el año 2012, el Ministerio Público Fiscal de la Nación —que ejerce la acusación penal pública en todos estos 
juicios— impulsa la persecución penal de los crímenes de violencia sexual cometidos durante el terrorismo de Estado, 
considerándolos delitos autónomos, buscando visibilizarlos y establecer responsabilidades. Este trabajo ha generado un 
incremento en la cantidad de sentencias que tratan el tema, registrándose hasta la fecha de cierre de este documento, un total 
de 31 sentencias por crímenes de violencia sexual perpetrados durante el terrorismo de Estado[3].


Resultó de particular relevancia para ello, la Resolución PGN N° 557/12[4], dictada el 14 de noviembre de 2012 por la 
entonces Procuradora General de la Nación, Alejandra Gils Carbó, mediante la cual se estableció una instrucción de carácter 
general dirigida a los/as fiscales con competencia penal a fin de que tengan en consideración una serie de pautas para el 
juzgamiento de los abusos sexuales perpetrados durante la última dictadura cívico-militar.


La resolución prescribe que los/as magistrados/as deberán ajustar su actuación a una serie de parámetros enumerados en un 
documento elaborado por la entonces Unidad Fiscal de Coordinación y Seguimiento de las causas por violaciones a los 
derechos humanos cometidas durante el terrorismo de Estado, actual Procuraduría, que apunta a profundizar y fortalecer el 
tratamiento judicial que reciben los delitos contra la libertad sexual cometidos durante el terrorismo de Estado[5]. A su vez, 
este documento identifica los aspectos problemáticos de la práctica judicial al momento de tratar estos delitos y ofrece 
distintas pautas de actuación. Por ejemplo, aborda el modo en el que subsumir los abusos sexuales al tipo penal de 
“tormentos” constituye un mecanismo que invisibiliza la especificidad de la agresión. Por otro lado, el documento analiza 
las dificultades en torno a la autoría en este tipo de delitos y brinda herramientas para el trato que corresponde dar a las 
víctimas de delitos sexuales, ya que presentan una situación extremadamente delicada al momento de brindar testimonio.


Entre las distintas medidas y estrategias que se han adoptado para resguardar a las víctimas de estos delitos, cabe destacar la 
labor del Programa Verdad y Justicia, de la Secretaría de Derechos Humanos de la Nación, creado mediante el Decreto N° 
606/2007. Esta dependencia tiene la misión de colaborar para agilizar los procesos judiciales y procurar la coordinación de 
todos los esfuerzos estatales involucrados en el proceso de juzgamiento, como así también, garantizar la protección integral 
de las víctimas y testigos.


Para cumplir estos objetivos se delinearon distintas líneas de trabajo, entre ellas, la evaluación de los riesgos a los que 
pudieran estar expuestos/as los/as testigos o víctimas que tuvieran que declarar en juicio y su acompañamiento, 
implementando acciones específicamente relacionadas con los delitos contra la integridad sexual.


En efecto, en los informes que se presentan previamente al inicio del juicio, se incorpora un ítem relacionado con las 
víctimas de delitos sexuales, en el que se hace especial hincapié en la necesidad de brindar un marco adicional de contención 
al momento de dar testimonio, y se recomienda a los tribunales la aplicación del “Protocolo para tomar declaraciones a 
personas que habrían sido víctimas de delitos sexuales en el marco de juicios de lesa humanidad”.


Este Protocolo —que se acompaña en anexo—, fue elaborado en el año 2012 por el Tribunal Oral en lo Criminal Federal de 
Tucumán, en el marco de la causa “Arsenal Miguel de Azcuénaga y Jefatura de Policía de Tucumán s/secuestros y 
desapariciones”. Establece una guía para la toma de estos testimonios, remarcando la necesidad de garantizar que las normas 
que regulan el proceso penal no se conviertan en un mecanismo de re victimización, y también posibilita la intervención de 
profesionales del Programa Verdad y Justicia para asistir a las víctimas.


Es importante remarcar que entre los años 2010 y 2019, el Programa Verdad y Justicia de la Secretaría de Derechos 
Humanos presentó ante los tribunales 71 informes de riesgo en los que se formularon recomendaciones para la toma de 
testimonios en casos de delitos sexuales, que involucraban a 171 víctimas en distintas jurisdicciones del territorio nacional.







Asimismo, a solicitud del Ministerio Público Fiscal, el Programa Verdad y Justicia interviene en el contacto con víctimas de 
delitos sexuales a fin de evaluar su voluntad de instar la acción penal, atento que el Código Penal argentino establece que la 
persecución de este tipo de delitos depende de instancia privada. A tal fin, se elaboró un acta especial para poner en 
conocimiento del/la testigo el significado de instar la acción penal.


Buenas prácticas, obstáculos y lecciones aprendidas en la creación de estrategias y mecanismos de justicia 
transicional (punto 3)


La primera etapa del proceso de verdad y justicia desarrollado en la Argentina se enfocó en acreditar que existió un plan 
sistemático de violaciones de derechos humanos, así como en conceptualizar jurídicamente la noción de desaparición 
forzada de personas y relevar pruebas para determinar el paradero de las personas desaparecidas.


Recién a partir de la reapertura de los juicios en 2001 es posible advertir testimonios mucho más descriptivos de la 
experiencia individual de cada una de las víctimas, y comenzaron a exponerse cada vez más los abusos sexuales que 
sufrieron muchas de las personas detenidas, fundamentalmente mujeres, pero también varones.


Los testimonios son contundentes y reflejan que las agresiones sexuales no fueron prácticas aisladas, sino que formaron 
parte del plan sistemático de persecución y aniquilamiento de sectores de la población argentina. En este marco, estas 
prácticas constituyeron uno de los modos específicos de degradación de la subjetividad de las personas, que también tenía, o 
buscaba tener, un efecto moralizador en relación con el rol combativo de las mujeres militantes, políticamente empoderadas, 
que resultaba totalmente incompatible con el rol social atribuible a lo femenino en una sociedad patriarcal y conservadora.


La sistematicidad de la violación como práctica represiva se ve con claridad cuando se percibe que los abusos tuvieron lugar 
a lo largo y ancho del país. En efecto, hay sentencias en las distintas jurisdicciones que reflejan hasta qué punto los delitos 
sexuales, al igual que las detenciones arbitrarias e ilegales, las torturas, las desapariciones forzadas y la apropiación de 
niños/as han caracterizado el accionar criminal de la última dictadura argentina. 


Si bien han habido importantes avances en la persecución de estos hechos como fue señalado precedentemente, en tanto se 
han logrado sentencias paradigmáticas y se han creado protocolos específicos para la toma de declaraciones, aún subsisten 
obstáculos para investigar y juzgar los crímenes contra la integridad sexual cometidos en el marco del terrorismo de Estado.


En este punto, se pueden mencionar las dificultades que han tenido las víctimas para relatar los abusos sexuales sufridos. Por 
mucho tiempo el relato del horror tuvo sus omisiones, en ocasiones entendiendo que de ese modo se protegía a las hijas y a 
los hijos, a sus compañeros o compañeras, a sus familias. Muchas víctimas han minimizado los abusos que sufrieron frente a 
la desaparición y los tormentos de otros compañeros y compañeras.


Asimismo, el género sigue siendo al día de hoy una dimensión fuertemente obturada en los procesos judiciales, no sólo en 
los que juzgan los delitos vinculados al terrorismo de Estado sino también por hechos contemporáneos. En efecto, uno de los 
obstáculos más importantes para el efectivo juzgamiento de la violencia sexual está vinculado con cuestiones que son 
comunes a la investigación de estos delitos en la actualidad, como por ejemplo, el carácter sexista y discriminatorio en 
términos de género que el poder judicial reproduce, y la falta de formación y sensibilización por parte de muchas y muchos 
operadores del sistema judicial.


Finalmente, pueden mencionarse otros elementos que han dificultado el esclarecimiento judicial de la violencia sexual, que 
incluyen el hecho de que estos delitos sean de instancia privada, así como la tendencia a subsumir el tipo penal de violación 
a la aplicación de tormentos, como ya fue señalado.


Por ello, puede concluirse que más allá de haber logrado lidiar en gran medida con estos obstáculos, fundamentalmente por 
la valentía de las víctimas y la lucha incansable de las organizaciones de derechos humanos, muchas de las dificultades 
señaladas persisten y se actualizan.







Finalmente, amerita remarcar un déficit importante del proceso de juzgamiento vinculado a la falta de investigación de los 
crímenes perpetrados contra las personas trans. 


Identificación e implementación de la perspectiva de género en las estrategias y mecanismos nacionales de justicia de 
transición (puntos 4 y 5)


En este punto, es preciso remarcar que en las investigaciones de hechos de violencia sexual perpetrados en el marco de 
crímenes de lesa humanidad se aplican los estándares generales previstos en el derecho internacional de los derechos 
humanos y en el derecho penal internacional en materia de investigación y juzgamiento de estos crímenes.


De este modo, los Estados deben impulsar de oficio y sin dilación, investigaciones imparciales y efectivas orientadas a la 
determinación de la verdad y al enjuiciamiento y eventual castigo de las personas responsables.


Asimismo, es importante visibilizar los hechos de violencia sexual en los procesos de justicia, a fin de promover el encuadre 
de los hechos investigados en las figuras penales de los delitos sexuales específicos, y evitar de este modo subsumir la 
violencia de género en otros tipos penales, como la aplicación de tormentos.


Por otra parte, incluir la perspectiva de género en el proceso de justicia supone, además, adoptar medidas conducentes para 
indagar y esclarecer la violencia de género perpetrada contra las personas LGBTI+, en particular las travestis trans. La 
violencia sexual cometida contra este colectivo tiene características específicas, y este tema claramente constituye una deuda 
pendiente, un desafío para el proceso de justicia transicional de Argentina, y también para los que se impulsan en los países 
de la región.


En ese sentido, y como punto de partida para investigar y reparar los crímenes perpetrados contra esa población, se deben 
adoptar medidas concretas para asegurar un trato digno a las personas travestis trans en todas las etapas e instancias de los 
procesos judiciales que la involucran. Esto implica, entre otras cuestiones, que se las debe tratar conforme la identidad de 
género autopercibida, con independencia de que hubieran realizado previamente la rectificación registral.


Tal como se señaló anteriormente, los hechos de violencia sexual perpetrados por la última dictadura cívico-militar 
estuvieron invisibilizadas en un comienzo en el proceso de justicia transicional argentino.


Por ello, se debe insistir en la importancia de incluir el enfoque de género en estas estrategias, pues permitirá dar cuenta del 
impacto diferencial que ha tenido el terrorismo de Estado en los varones, las mujeres y las personas LGBTI+, a la vez que 
permitirá comprender hasta qué punto la vida social en ese período, en especial las condiciones de vida en los centros 
clandestinos de detención, reflejaba de modo exacerbado la organización jerárquica habitual de las relaciones femenino-
masculino en una sociedad profundamente patriarcal. 


Asimismo, es crucial remarcar que toda política reparatoria debe formularse en consulta con las víctimas y que también debe 
tener en cuenta las opiniones de las organizaciones sociales que trabajan estos temas.


De igual manera, la reparación integral de las graves violaciones de derechos humanos debe incluir medidas encaminadas a 
evitar la reiteración de los hechos en el futuro. En este sentido, los procesos de justicia transicional deben contemplar 
políticas públicas en materia de igualdad de género y no discriminación, encaminadas a desmantelar la matriz patriarcal 
estructural.


Justamente para avanzar en este tipo de políticas públicas, es que no puede dejar de mencionarse la reciente creación del 
Ministerio de las Mujeres, Géneros y Diversidad de la Nación, cuya puesta en funcionamiento es en gran medida una 
respuesta a los compromisos asumidos por Argentina con los derechos de las mujeres y diversidades y a las reivindicaciones 
del movimiento feminista.


Este Ministerio tiene como misión formular, coordinar y llevar adelante políticas públicas para garantizar el derecho de las 







mujeres y las personas del colectivo LGBTI+ a una vida autónoma, libre de violencias y desigualdades.


[1]
 El proceso de verdad y justicia por los crímenes de lesa humanidad cometidos por la última dictadura cívico-militar en la Argentina se enmarca en la 


obligación del Estado de investigar, juzgar, sancionar y reparar esos crímenes, asumida en numerosos tratados internacionales de derechos humanos que tienen 
jerarquía constitucional (en virtud del art. 75, inc. 22 de la Constitución Nacional). Dicho mandato se deriva del deber general de garantizar los derechos 
estipulados en los distintos tratados, y supone que el Estado debe iniciar sin dilación una investigación seria, imparcial y efectiva, orientada a la determinación 
de la verdad y al enjuiciamiento y eventual castigo de los responsables, utilizando para ello todos los medios legales disponibles (Cf. entre muchos otros, 
Corte IDH, “Velásquez Rodríguez vs. Honduras”, Sentencia de fondo, 29 de julio de 1988, párr. 166). Asimismo, en los casos que involucran crímenes de lesa 
humanidad los Estados no pueden alegar eximentes de responsabilidad penal que obstaculicen su obligación de investigar y juzgar, en tanto dichos delitos 
resultan imprescriptibles e inamnistiables.


[2] Se dio inicio de forma continua al proceso de reapertura de los juicios a partir de la promulgación de las leyes Nº 25.779 de anulación de las leyes de 
obediencia debida (Ley Nº 23.521) y punto final (Ley Nº 23.492) en el año 2003 y la posterior declaración de invalidez e inconstitucionalidad de los indultos 
por parte de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


[3] Conforme surge de los datos publicados en la página web de la Procuraduría de Crímenes contra la Humanidad https://www.fiscales.gob.ar/lesa-
humanidad/8m-de-las-241-sentencias-dictadas-en-causas -de-lesa-humanidad-31-contemplan-delitos-por-violencia-sexual/


[4] Resolución disponible en https://www.mpf.gov.ar/resoluciones/pgn/2012/PGN-0557-2012-002.pdf


[5]Documento disponible en https://www.mpf.gob.ar/docs/RepositorioW/DocumentosWeb/LinksNoticias/Delitos_sexuales_ terrorismo_de_Estado.pdf


 


Sin otro particular saluda atte.
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Acordada N° 04/13 dictada en causa “Arsenal Miguel de Azcuénaga y 



Jefatura de Policía de Tucumán s/secuestros y desapariciones 



(Acumulación Exptes. A-36/12 y J-18/12). Expte: A-81/12. 



 



 San Miguel de Tucumán,       de Febrero de 2012.- 



 



A partir de la investigación y juzgamiento de delitos de lesa humanidad 



cometidos en nuestro país desde la década del 70, los órganos judiciales 



tuvieron que adecuar sus prácticas a los nuevos desafíos que este tipo de 



causas presentaban. En atención a estas nuevas circunstancias este Tribunal 



Oral dictó en la causa “Vargas Aignasse Guillermo s/Secuestro y 



Desaparición” Expte V-03/08, una resolución referida en general a la situación 



de las personas testigos víctimas y, posteriormente, en la causa “Arsenal 



Miguel de Azcuénaga y Jefatura de Policía de Tucumán s/secuestros y 



desapariciones (Acumulación Exptes A- 36/12 y J- 18/12), dictó la acordada 



N° 101/12, en la que se establece que se tomarán todas las medidas necesarias 



para preservar el pudor  de presuntas víctimas de delitos sexuales. 



En el transcurso de la audiencia de debate oral pueden presentarse 



circunstancias que tornen necesario adoptar medidas especiales respecto de 



presuntas víctimas testigos de determinados delitos de lesa humanidad. 



Diversos instrumentos internacionales y la doctrina especializada 



reconocen que las personas presuntas víctimas de delitos sexuales, presentan 



una situación extremadamente delicada al momento de brindar testimonio. 



También destacan que los tiempos necesarios para que puedan brindar un 



relato no traumático deben estar exentos de urgencias e interrupciones. En este 



sentido cabe traer a consideración especialmente lo dispuesto por el Protocolo 



de Estambul de Naciones Unidas, punto D: técnicas de interrogación. (Manual 



de Investigación y documentación efectiva Sobre Tortura, Castigos y 



Tratamientos Crueles, Inhumanos o Degradantes). Las consideraciones 



precedentes responden a la necesidad de tener presente que una persona 



víctima testigo de un delito sexual al reunir en torno de sí ambas calidades, al 



brindar testimonio no sólo ofrece referencias a un hecho pasado, sino que 



también, revive, reactualiza, reedita experiencias altamente dolorosas.   











La necesidad de armonizar las normas que regulan el proceso penal con 



la garantía constitucional de la defensa en juicio, con el objetivo de que el 



servicio de justicia no se convierta en un mecanismo de revictimización, este 



Tribunal Oral, considera pertinente y necesario establecer un Protocolo que 



regule el tratamiento específico de la forma en que declararán aquellas 



personas que pudieran ser presuntas víctimas de delitos sexuales en causas de 



lesa humanidad.         



A través del Protocolo se busca disponer de un mecanismo que 



establezca con claridad los pasos a seguir en estos casos, de manera de ordenar 



el debate, unificar criterios y evitar situaciones confusas,  facilitando a las 



personas que declaren haber sido víctimas de estos delitos, un ambiente 



propicio y adecuado para el relato del testimonio, resguardando de esta 



manera la sensibilidad de quienes declaran. Asimismo, con este instrumento se 



busca garantizar la eficacia del derecho de acceso a la justicia. 



En consecuencia, y atento a las normas que rigen el proceso penal, las 



normas de la Constitución Nacional, el Protocolo de Estambul de Naciones 



Unidas adoptado en el año 2000 (Manual de Investigación y documentación 



efectiva Sobre Tortura, Castigos y Tratamientos Crueles, Inhumanos o 



Degradantes), la Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia 



para las Víctimas de Delitos y del Abuso de poder adoptada por la Asamblea 



General de Naciones Unidas por resolución 40/34, el Estatuto de Roma (Arts. 



67, 68 y cctes.) y a la resolución 60/147 de Naciones Unidas, se establece el 



siguiente “Protocolo para tomar declaraciones a personas que habrían 



sido víctimas de delitos sexuales en el marco de juicios de lesa 



humanidad”.   



 



1-El presente Protocolo se aplicará a aquellas personas que en ocasión 



de prestar una declaración en la audiencia hagan referencia a presuntos delitos 



sexuales de los que habrían sido víctimas a partir de la década del 70 en 



juicios de lesa humanidad.  



 



  2-Cuando el Tribunal sea informado por el equipo de psicólogos del 



Plan Nacional de Acompañamiento y Asistencia Integral a los Querellantes y 



Testigos Víctimas del Terrorismo de Estado del Programa Verdad y Justicia 
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del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, sobre 



la posibilidad de que una persona, al prestar declaración refiera a la presunta 



comisión de un delito sexual del que habría sido víctima, por Presidencia se 



ordenará el previo desalojo de la sala de audiencia. Idéntica medida se 



adoptará cuando inesperadamente, una persona durante su declaración refiera 



a la presunta comisión de un delito sexual del que hubiera sido víctima; y 



asimismo, cuando ello pudiera inferirse de distintas circunstancias  (discurso, 



tono de la voz, gestos, actitud corporal). En todos los casos, el desalojo de la 



sala de audiencia se ordenará siempre y cuando la persona que brindará 



declaración, no manifestare su voluntad en contrario.  



 



3-El desalojo de la sala de audiencias consiste en excluir, mientras dure 



la declaración a que refiere el punto anterior, al público presente, al personal 



de las fuerzas de seguridad y a retirar a los imputados a una sala contigua 



desde la que tendrán acceso al audio de la declaración. Respecto de las partes 



se las instará a reducir al mínimo indispensable la cantidad de representantes 



presentes. 



 



4-Una vez desalojada la sala de audiencias se hará ingresar a la persona 



que prestará declaración. 



 



  5-Deberá asegurarse un clima propicio en la sala de audiencia  a los 



fines que la persona que declare  pueda exponer el relato de sus vivencias sin 



interrupciones de ningún tipo.  



  



6-Una vez concluida la declaración, las preguntas que realicen  las 



partes, serán canalizadas a través de la Presidencia, quien deberá reconducirlas 



de modo tal de evitar una posible revictimización. 



 



7-Las preguntas que se formulen deberán tener en cuenta el género de la 



persona que declara a los fines de evitar expresiones que puedan avergonzarla 



o afectar su dignidad. 



 











8-Las partes deberán evitar incurrir en expresiones que pudieran 



hostigar, amedrentar o avergonzar a  la persona que presta declaración. En 



caso de incurrirse en esta conducta se procederá conforme lo dispuesto por la 



norma del art. 370 del CPPN. 



 



9-En caso de verificarse una controversia entre las partes, cuya entidad 



pueda generar una situación de revictimización, por Presidencia se dispondrá 



que la persona que presta la declaración sea alejada de la sala, con la asistencia 



del equipo de psicólogos, hasta tanto se diriman las cuestiones planteadas.   



 



10-Una vez concluida la declaración, por presidencia se dispondrá el 



reingreso del público, del personal de las fuerzas de seguridad, de los 



imputados y de los representantes de las partes que se hubiesen retirado. 
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